ACCION DE REPARACION DIRECTA – Competencia / COMPETENCIA – La corporación conoce de recurso de apelación en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Tolima / PROCESO CON VOCACION DE DOBLE INSTANCIA – Supera el monto exigido
La Sala es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra de la sentencia proferida el 7 de diciembre de 2004, por el Tribunal Administrativo del Tolima, en proceso con vocación de doble instancia ante esta Corporación, dado que la demanda se presentó el 14 de marzo de 2002 y la pretensión mayor se estimó en cinco mil (5000) gramos oro, por concepto de perjuicios a la vida relación, monto equivalente a $106’840.000 mientras que la suma exigida en ese año para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa tuviera vocación de doble instancia era de $36’950.000.

ACCION DE REPARACION DIRECTA - Ejercicio oportuno de la acción / CADUCIDAD DE LA ACCION DE REPARACION DIRECTA - Debe instaurarse dentro de los dos años siguientes al acaecimiento del hecho, omisión, operación administrativa u ocupación permanente o temporal de inmueble por causa de trabajos públicos / DAÑO ANTIJURIDICO – Por perjuicios materiales sufridos en inmuebles con ocasión de toma guerrillera del comando de Policía del municipio de Alpujarra / ACCION DE REPARACION DIRECTA – Presentada dentro de termino legal
Al tenor de lo previsto por el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo vigente a la fecha de presentación de la demanda, la acción de reparación directa debía instaurarse dentro de los dos años siguientes al acaecimiento del hecho, omisión, operación administrativa u ocupación permanente o temporal de inmueble por causa de trabajos públicos. En el sub examine la responsabilidad administrativa que se demanda se origina en los daños materiales sufridos por los inmuebles de los demandantes con ocasión de la toma guerrillera del comando de Policía del municipio de Alpujarra, sufrida los días 20 de marzo del 2000 y el 12 de julio del mismo año,  y como quiera que la demanda se interpuso el 14 de marzo de 2002, resulta evidente que la acción se propuso dentro del término previsto por la ley.

FUENTE FORMAL: CODIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTICULO 136

ACCION DE REPARACION DIRECTA – Por perjuicios causados en inmuebles en ocasión a toma guerrillera – TOMA GUERRILLERA - Los días 20 de marzo y 12 de julio de 2000, grupos subversivos incursionaron en el municipio de Alpujarra arremetiendo contra la Estación de Policía / INCURSION GUERRILLERA – Deja como consecuencia daños materiales en inmuebles cercanos a Comando de Policía – PRIMERA INCURSION GUERRILLERA – Fue sorpresiva / SEGUNDA TOMA POR GRUPOS SUBVERSIVOS - Pese a solicitudes de ayuda de la Alcaldía de Alpujarra, no existió apoyo efectivo del Ejército Nacional, la Policía / PREVIO CONOCIMIENTO DE POSIBLE SEGUNDO ATAQUE A ESTACION DE POLICIA DE ALPUJARRA - Autoridades administrativas y de policía municipales se reunieron para adoptar medidas para enfrentar posible amenaza / DAÑO ANTIJURIDICO – De carácter material a inmuebles de los demandantes aledaños a Estación de policía
Los días 20 de marzo de 2000 y 12 de julio de 2000, grupos subversivos incursionaron en el municipio de Alpujarra arremetiendo contra la Estación de Policía y causando al paso daños materiales a los inmuebles de los demandantes ubicados todos ellos en  inmediaciones del Comando (…) el ataque del 20 de marzo de 2000 fue sorpresivo, pues solo se tuvo conocimiento del mismo 10 minutos antes de su ocurrencia (…) por el contrario, las autoridades administrativas y de policía del municipio de Alpujarra, aproximadamente un día o al menos muchas horas antes del ataque perpetrado el 12 de julio de 2000, tuvieron conocimiento acerca de su posible ocurrencia en horas de la noche (…)ese conocimiento previo motivó la reunión del Consejo de Seguridad del municipio de Alpujarra (…) con el fin de adoptar medidas para enfrentar la amenaza de ataque consistentes en dar aviso a las autoridades competentes del orden Departamental y Nacional, Ejército y Policía (…) aproximadamente a las 9 de la noche del 12 de julio de 2000, efectivamente, tal y como lo sugerían las sospechas de las autoridades y de la comunidad, grupos subversivos llegaron al municipio de Alpujarra, atacaron nuevamente la Estación de Policía con armamento pesado, en su mayoría cilindros bomba, al tiempo que causaron a su paso la destrucción, en unos casos parcial, y en otros total, de los inmuebles de los demandantes 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Por perjuicios sufridos en inmuebles con ocasión de las tomas guerrilleras ocurridas los días 20 de marzo y 12 de julio de 2001 / PRIMERA TOMA GUERRILLERA EN ALPUJARRA – No se imputa responsabilidad estatal, ya que victimas reconocen labor defensiva eficiente de fuerzas militares y de policía / FALLA DEL SERVICIO EN PRIMERA INCURSION GUERRILLERA A ESTACION DE POLICIA MUNICIPAL – No se acredita que el daño antijurídico fuera imputable a la acción u omisión de las fuerzas militares y de policía / DAÑO ESPECIAL – Titulo de imputación que se le endilga a primera toma guerrillera / DAÑO ESPECIAL COMO TITULO DE IMPUTACION – Predicado en la primera ofensiva guerrillera ocurrida en el marco y por causa del conflicto armado interno
La parte actora solicitó el reconocimiento de los perjuicios causados que se derivaron tanto del primer ataque ocurrido el 20 de marzo de 2000, como del segundo acaecido el 12 de julio del mismo año. En cuanto al primero de ellos (…) la parte actora no formula ningún cargo de reproche en contra de la gestión de defensa desplegada por las demandadas el 20 de marzo de 2000; por el contrario reconoce que fue a partir del vigoroso respaldo de las fuerzas militares y de policía que se evitó la causación de daños mayores, circunstancia que permite concluir, sin asomo de duda, que en este primer evento no se imputa falla del servicio (…) tampoco de oficio se evidencie por la Sala que durante el enfrentamiento armado ocurrido el 20 de marzo de 2000 las entidades demandadas incurrieron en falla del servicio por acción o por omisión, debe convenirse en que el daño que alegan haber sufrido los demandantes por causa de la primera ofensiva, ocurrió en el marco y por causa del conflicto armado interno, razón por la cual la Sala considera que la determinación de la responsabilidad en cabeza de la demandada, respecto de este suceso, habría de realizarse a la luz del daño especial, título que traslada el estudio de la imputación al daño mismo desde la perspectiva de la víctima, para deducir si la no reparación del perjuicio causado llegaría a configurar un atentado directo contra los principios constitucionales de justicia, solidaridad y equidad. 
FUNDAMENTO DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR PERJUICIOS CAUSADOS COMO CONSECUENCIA DE TOMA GUERRILLERA – Basada en el deber de acompañamiento del Estado a víctimas del conflicto / DEBER DE ACOMPAÑAMIENTO A LAS VICTIMAS DEL CONFLICTO – Al verse sometidas al rompimiento de las cargas públicas 
La responsabilidad del Estado en este caso se fundamenta en el deber de acompañamiento a las víctimas del conflicto, quienes posiblemente se vieron sometidas al rompimiento de las cargas públicas que normalmente debían asumir.

SEGUNDA TOMA GUERRILLERA A ESTACION DE POLICIA DE ALPUJARRA – En ocasión a primer ataque por grupos subversivos, la Administración tenía conocimiento de posible repetición / ZONA ROJA PERMANENTE EN ALPUJARRA – A pesar de encontrarse en peligro previsible, el municipio no se encontraba bajo protección constante del Ejército Nacional, la cual era necesaria / FALLA DEL SERVICIO – Al desatender deber de protección
Para la Sala efectivamente se encuentra demostrado (…) que respecto del ataque perpetrado el 12 de julio de 2000, se presentó una evidente falla en el servicio (…) En primer lugar, no encuentra la Sala una razón válida que permita justificar el motivo por el cual para el 12 de julio de 2000, el municipio de Alpujarra no se encontraba bajo la protección constante de las tropas del Ejército Nacional, compañía y salvaguarda que para esa época resultaban mandatorias, no solo porque el referido municipio, según los mismos informes de la Policía de Tolima, se encontraba ubicado en zona roja con permanente  influencia del Comando Conjunto Central de las FARC EP,  a través de los frentes 21 La Gaitana Joselo Lozada, Héroes de Marquetalia y las columnas móviles Jacobo Prias Alape y Jairo Rodríguez, sino porque tres meses antes del suceso, el 20 de marzo de 2000, el municipio de Alpujarra ya había sido víctima de otra toma guerrillera cuya repetición, de conformidad con el contenido de las actas de Instrucción de la Policía que reposan en el plenario, resultaba absolutamente previsible, debido a la interceptación de información que daba cuenta de su futura ocurrencia y a las voces y rumores de amenaza que reiteradamente rondaban por la zona.

MEDIDAS DEFENSIVAS DESPROPORCIONALES – Para repeler segundo ataque a municipio de Alpujarra / ESTRATEGIA MILITAR PARA REPELER REPETICION DE ATAQUE GUERRILLERO – Se desconoce, por cuanto sobrevolaron el sector Aeronaves de la Fuerza Aérea, y soporte de tierra fue asumido por 25 agentes quienes no podían asumirlo / CONDICIONES PARA ENFRENTAR ATAQUE EVENTUAL – 25 agentes asumieron toma guerrillera siendo ampliamente superados en número y armas, cuando fuerzas militares conocían previamente de inminente ataque / REFUERZOS MILITARES – Para remeter ofensiva el soporte de tierra previamente solicitado llego cuando el daño ya se había efectuado / CONDICIONES PRECARIAS PARA ENFRENTAR EVENTUAL ATAQUE – Por ausencia razonable de capacidad de respuesta y, por omisión de apoyo a los policiales combatientes durante el enfrentamiento sostenido el 12 de julio de 2000 en el municipio de Alpujarra
Durante las primeras horas del ataque, la zona fue circundada por las Aeronaves de la Fuerza Aérea. Sin embargo, además sobrevolar el sector, se desconoce cuál fue la estrategia de apoyo por parte de ese grupo, a lo cual debe agregarse que el soporte en tierra que se requería por parte del Ejército y de la Policía para repeler la ofensiva llegó cuando ya el destrozo estaba materializado. Era un contrasentido asumir que los 25 Agentes que formaban la Unidad Policial de Alpujarra para el momento de la toma, bastarían para repeler una arremetida a manos de más de 200 hombres de las FARC, quienes, además de multiplicarlos en número, los superaban en armamento, cuestión que también resultaba plenamente previsible en la medida en que meses antes del suceso se había reportado un hurto de cilindros de gas por miembros del mismo grupo subversivo. Esta última circunstancia permitía válidamente sospechar que los agresores se valdrían de estos instrumentos para causar mayores destrozos, como en efecto lo hicieron, ya que fue gracias a los cilindros que se produjeron las explosiones que derribaron en su mayoría las edificaciones aledañas a la Estación de Policía (…) saltan a la vista las precarias condiciones en que se encontraba el personal de policía que se enfrentaría al eventual ataque que de suyo se traducía en una ausencia razonable de capacidad de respuesta y, por sobre todo, se evidencia la omisión de apoyo a los policiales combatientes durante el período en que duró el enfrentamiento sostenido el 12 de julio de 2000 en el municipio de Alpujarra, lo cual revela el desinterés asumido por los mandos policiales y militares en el cumplimiento de su compromiso y obligación de proteger la vida y bienes de la población.

HECHO DE UN TERCERO – Eximente de responsabilidad / EXIMENTE DE RESPONSABILIDAD POR HECHO DE UN TERCERO – No se configura / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO – Por falla del servicio / FALLA DEL SERVICIO – Por desatender deber de protección / PRINCIPIOS DE JUSTICIA Y EQUIDAD – Reiteración jurisprudencial

Frente al hecho de un tercero, propuesto como eximente de responsabilidad por las entidades demandadas, ha de decir la Sala, como consecuencia de todo lo anteriormente expresado, que no aparece configurada en este caso por cuanto la declaratoria de responsabilidad que recae en la Nación – Ministerio de Defensa- Ejército Nacional y Policía Nacional no parte de la determinación del causante del daño, -fuerzas estatales o miembros de los grupos alzados en armas-, sino que proviene del imperativo de protección de la víctima en aplicación de los principios de justicia y equidad. (…) concluye la Sala que respecto del ataque del 12 de julio de 2000, se configuró, ciertamente, una falla del servicio radicada en cabeza de la Nación – Ministerio de Defensa- Ejército Nacional y Policía Nacional. NOTA DE RELATORIA: En relación con el deber imperativo de protección a las víctimas en atención de los principios de justicia y equidad, consultar sentencia de 8 de agosto de 2002, MP. Ricardo Hoyos Duque
DAÑOS MATERIALES DERIVADOS DE DOS TOMAS GUERRILLERAS – Material probatorio no establece afectación de inmuebles causadas por uno u otro ataque / PERJUICIOS MATERIALES – Acervo probatorio no permite diferenciar los daños causados a inmuebles derivados en cada uno de los atentados / RESPONSABILIDAD SOLIDARIA DE LAS ENTIDADES DEMANDADAS – Declarada ante la imposibilidad de diferenciar la magnitud de perjuicios derivados de uno y otro ataque pero ante la certeza de su ocurrencia
La Sala afronta una dificultad probatoria en cuanto no resulta posible diferenciar materialmente los daños acaecidos en el atentado del 20 de marzo de 2000 de aquéllos causados posteriormente durante el enfrentamiento del 12 de julio del mismo año. Al respecto, vale advertirse que aun cuando a partir de las certificaciones expedidas por la Alcaldía Municipal de Alpujarra, la Personería y el Comando de Policía de ese municipio se tiene que en efecto, a raíz del ataque perpetrado el 20 de marzo de 2000, los inmuebles de los demandantes resultaron afectados, lo cierto es que se desconoce, por completo el grado de afectación o deterioro de los mismos, pues no existe prueba indicativa de esa circunstancia, esto es, de la dimensión del menoscabo. (…) Se ignora si para la segunda toma ya los demandantes habían incurrido en gastos de reparación que se vinieron al piso con el segundo ataque, o, sí con el segundo ataque se terminaron de destruir las edificaciones respecto del estado en que quedaron a consecuencia del primer enfrentamiento, subsumiendo del alguna manera en el segundo evento las secuelas materiales del primero (…) Ante la imposibilidad de diferenciar la magnitud de los perjuicios derivados de uno y otro ataque pero ante la certeza de su ocurrencia, la Sala procederá a declarar la responsabilidad solidaria de las demandadas Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional y Policía Nacional por los daños causados como consecuencia de los ataques guerrilleros perpetradas en contra del municipio de Alpujarra los días 20 de marzo de 2000 y 12 de julio del mismo año, y para efectos de la indemnización que con ocasión de dicha declaratoria se ordene se tendrán en cuenta los perjuicios efectivamente probados en el expediente, como a continuación se expone.
PERJUICIOS MATERIALES - Consistente en gastos de reconstrucción de inmuebles afectados / INDEMNIZACION DEL DAÑO EMERGENTE POR GASTOS DE RECONSTRUCCION DE INMUEBLES – Acreditado mediante informe pericial / PRUEBA PERICIAL – Desestimado en primera instancia por no contener estrato socio-económico de los inmuebles / VALORACION DE PRUEBA PERICIAL EN SEGUNDA INSTANCIA – A pesar de no especificar estrato socio-económico, resulta irrelevante pues lo que persigue no es establecer el valor de la compra o venta de los respectivos, sino el de la reconstrucción del inmueble / DICTAMEN PERICIAL – Establece gastos de reconstrucción en inmuebles / PERJUICIOS MATERIALES – A favor de los demandantes
Los demandantes, al unísono, solicitan el reconocimiento de las sumas en que debieron incurrir para reconstruir sus inmuebles luego de que quedaran destruidos como consecuencia de las tomas guerrilleras que tuvieron lugar el 20 de marzo de 2000 y el 2 de julio de 2000, en el municipio de Alpujarra (…) el Tribunal de primera instancia ordenó la práctica del dictamen pericial solicitado a cargo de los peritos ingenieros civiles Carlos Bastidas Alba y Jairo Luis Ahumada Camacho, quienes, con el propósito de rendir la experticia se trasladaron al lugar de los hechos, inspeccionaron los inmuebles destruidos, tomaron la longitud de separación entre los inmuebles afectados y el cuartel de policía y realizaron un levantamiento planimétrico del lugar (…) Para la Sala, la experticia practicada por los auxiliares de la justicia Ingenieros civiles cuenta con mérito probatorio para ser apreciada por esta instancia, por cuanto la metodología empleada para su elaboración fue pertinente y ajustada, en cuanto tuvieron conocimiento directo del estado de afectación de los inmuebles a través de su traslado y examen el lugar de los hechos y, si bien, no se tuvo en cuenta la estratificación de las edificaciones, como lo informaron en la aclaración de la experticia, lo cierto es que dicha circunstancia resulta irrelevante en consideración a que lo que persigue no es establecer el valor de la compra o venta de los respectivos inmuebles para cuyo evento si sería necesario dicho dato, sino el valor de la reconstrucción del inmueble, el cual bien puede determinarse, como en efecto se hizo, a partir de los precios unitarios para la construcción de obras civiles establecidos por la Secretaria de Transporte del Tolima mediante resolución No. 032 del 10 de julio de 1998, aplicados al porcentaje de destrucción estimado por los profesionales de la Ingeniería. Así pues, la Sala acogerá los valores de reconstrucción de los inmuebles que arrojó el dictamen y a la luz de las pruebas acreditativas de la propiedad y/o posesión de los bienes
PERJUICIOS MATERIALES - Consiste en gastos de vivienda mientras duraban las labores de reparación de los inmuebles afectados / RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS MATERIALES - Sólo cuatro de los demandantes apoyaron probatoriamente su solicitud / PERJUICIOS MATERIALES – Se niegan a víctimas que no acreditaron gastos de vivienda / PRUEBA DOCUMENTAL – Acredita existencia de contrato de arrendamiento celebrado por cuatro víctimas de daños causados a inmuebles, mas no la duración del mismo / CONDENA EN ABSTRACTO PARA DETERMINAR PERJUICIOS MATERIALES – Ante imposibilidad de tasar monto real, este se hará a través del respectivo incidente
Todos los demandantes solicitaron el reconocimiento de los pagos de cánones de arrendamiento que debieron asumir, pues según se afirma, debieron trasladarse a otras cosas a raíz de la destrucción de sus viviendas por causa de los atentados guerrilleros  del 20 de marzo y 12 de julio de 2000. Sin embargo, observa la Sala que sólo cuatro de los demandantes apoyaron probatoriamente su solicitud allegando al expediente los contratos de arrendamiento de vivienda sobre casa o habitaciones, celebrados días después del referido ataque. (…) Sin embargo, aun cuando se conoce el precio de los contratos se ignora cuanto se prolongó el período de reparación de sus viviendas y, con ello, hasta cuando se extendió el plazo de dichos negocios jurídicos, razón por la cual y ante la imposibilidad que se presenta en esta oportunidad para tasar el monto real del daño deprecado, la Sala acudirá a la condena en abstracto para que a través del respectivo incidente se determine la suma real que debieron asumir los demandantes Ermelina Caviedes de Ferreira, Marco Guillermo Ferreira Figueroa, Edgar Perdomo Peralta y José Alirio Urrea Peralta consistente en el pago de los cánones de arrendamiento, tomando como base para su cálculo el valor de los contratos que reposan en el plenario hasta el tiempo en que regresaron a sus casas de habitación tras culminar las labores de reconstrucción. De otro lado, este rubro será negado respecto de los demás demandantes por cuanto no acreditaron en debida forma que debieron incurrir en gastos de arrendamiento para su vivienda por causa de la afectación de sus inmuebles de habitación. 

PERJUICIOS MATERIALES – Por lucro cesante / LUCRO CESANTE - consistente en la pérdida de utilidad de los demandantes que desarrollaban actividades comerciales en los inmuebles afectados / DAÑO EMERGENTE - Por pérdida de materiales de trabajo / INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MATERIALES – Se niegan a demandante 
Los demandantes solicitaron que se reconociera el lucro cesante en favor de aquellos que explotaban económicamente sus inmuebles, ora a través de contratos de arrendamiento, bien por medio de negocios instalados al interior de sus viviendas, actividades que se vieron suspendidas por cuenta de la destrucción de sus inmuebles (…) se encuentra demostrado en el proceso que la señora Ermelina Caviedes de Ferreira había entregado uno de los inmuebles de su propiedad (…) a título de arrendamiento a la CAJA DE CREDITO AGRARIO (…) Sin embargo, no es del todo claro para la Sala si por ese suceso el contrato de arrendamiento se terminó o se suspendió, o, si por el contrario, el ente público arrendatario continuó detentando la posesión del inmueble mientras se adelantaban las labores de reparación. (…)que en realidad los frutos civiles que se derivaban de la explotación del referido inmueble en ningún momento dejaron de percibirse por la propietaria a pesar de la afectación material del inmueble, pues se evidencia que la entidad pública arrendataria continuó detentado la tenencia del inmueble y cumpliendo su obligación de pago contraída al suscribir el contrato de arrendamiento, razón por la cual no se reconocerá el lucro cesante pretendido por la demandante Ermelina Caviedes de Ferreira. 

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION A

Consejero ponente: HERNAN ANDRADE RINCON (E)
Bogotá, D.C., veinticinco (25) de marzo de dos mil quince (2015)
Radicación número: 73001-23-31-000-2001-03467-01(30021)
Actor: ERMELINA CAVIEDES DE FERREIRA Y OTROS
Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - EJERCITO Y POLICIA NACIONAL

Referencia: APELACION SENTENCIA - ACCION DE REPARACION DIRECTA 
Procede la Sala a pronunciarse sobre el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia proferida el siete (07) de diciembre de dos mil cuatro (2004), por el Tribunal Administrativo del Tolima, mediante la cual se dispuso:
“NEGAR las pretensiones de la demanda.”

I. A N T E C E D E N T E S

1. La demanda.

Mediante demanda presentada el 14 de marzo de 2002, los señores ERMELINA CAVIEDES DE FERREIRA, JOSE EDGAR PERDOMO PERALTA, MANUEL ANTONIO PENAGOS PEÑA, quien actúa en nombre propio y como heredero de los difuntos ERNESTO PENAGOS PEÑA y HERMELINA YEPES DE PENAGOS;  GLADYS MERCEDES PENAGOS YEPES, obrando como heredera de la sucesión de HERMELINA YEPES DE PENAGOS; JUAN FRANCISCO PEÑUELA LOPEZ, MARCOS GUILLERMO FERREIRA FIGUEROA, ALFONSO CAÑON MARTINEZ, ESTEBAN HERNANDEZ TRUJILLO, RUTH DERY GOMEZ, obrando en nombre de su madre IDELFONSA GOMEZ DE GARCIA; JOSE DE JESUS SANCHEZ GUALTERO, OBEL GONZALEZ ROMERO, PRIMITIVO CARDOZO TRUJILLO quien actúa en nombre propio y en el de su madre HERMINDA TRUJILLO DE CARDOZO y JOSE ALIRIO URREA PERALTA, por intermedio de apoderado, en ejercicio de la acción de reparación directa, (folios 237-318 cuaderno 1), se solicitó que se declarara la responsabilidad de la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional y Policía Nacional por los daños y perjuicios causados a los demandantes con ocasión de la pérdida y destrucción de sus inmuebles ocurrida durante los ataques guerrilleros perpetrados por miembros de las FARC contra el Comando de Policía del municipio de Alpujarra – Tolima, durante los días 20 de marzo y 12 de julio de 2000. 

Consecuencialmente, solicitaron condenar a las demandadas por los siguientes conceptos: 

	Demandante 
	Lucro cesante 
	Daño emergente 
	Lucro de oportunidad 
	Perjuicio moral 
	Daño a la vida de relación 

	Ermelina Caviedes de Ferreira.
	Cánones de arrendamiento que dejó de percibir por causa de la destrucción de sus dos casas de habitación.
	El valor total en que incurrió para la reconstrucción de los inmuebles y el valor de los muebles y enseres perdidos con ocasión del ataque. 
	Que se someta su tasación a peritazgo.
	3000 gramos de oro.
	5000 gramos de oro.

	José Edgar Perdomo Peralta.
	Utilidades dejadas de recibir por causa de la destrucción de su establecimiento de comercio “Granero la Esquina”.
	El valor en que incurrió para la reconstrucción de sus dos inmuebles,  el pago de cánones de arrendamiento en que debió incurrir por la destrucción de su casa de habitación y el valor equivalente  a los muebles y enseres perdidos
	Que se someta su tasación a peritazgo.
	3000 gramos de oro. 
	5000 gramos de oro.

	Manuel Antonio Penagos Peña (en nombre propio y como heredero de Ernesto Penagos)
	
	El valor en que incurrió para la reconstrucción de sus dos inmuebles,  el pago de cánones de arrendamiento en que debió incurrir por la destrucción de su casa de habitación y el valor equivalente  a los muebles y enseres perdidos.
	Que se someta su tasación a peritazgo.
	3000 gramos de oro.
	5000 gramos de oro.

	Manuel Antonio Penagos y Gladys Mercedes Penagos (como herederos de Hermelina Yepes de Penagos).
	
	El valor en que incurrió para la reconstrucción de sus dos inmuebles,  el pago de cánones de arrendamiento en que debió incurrir por la destrucción de su casa de habitación y el valor equivalente  a los muebles y enseres perdidos.
	Que se someta su tasación a peritazgo.
	2000 gramos oro para cada uno de ellos. 
	5000 para cada uno de ellos. 

	Juan Francisco Peñuela López.
	Utilidades dejadas de recibir por causa de la destrucción de su local comercial.
	El valor en que incurrió para la reconstrucción de sus dos inmuebles,  el pago de cánones de arrendamiento en que debió incurrir por la destrucción de su casa de habitación y el valor equivalente  a los muebles y enseres perdidos.
	Que se someta su tasación a peritazgo.
	4000 gramos de oro.
	5000 gramos de oro.

	Marcos Guillermo Ferreira Figueroa.
	
	El valor en que incurrió para la reconstrucción de su inmueble,  el pago de cánones de arrendamiento en que debió incurrir por la destrucción de su casa de habitación y el valor equivalente  a los muebles y enseres perdidos.
	Que se someta su tasación a peritazgo.
	2000 gramos de oro.
	5000 gramos de oro.

	Alfonso Cañón Martínez.
	
	El valor en que incurrió para la reconstrucción de su inmueble,  el pago de cánones de arrendamiento en que debió incurrir por la destrucción de su casa de habitación y el valor equivalente  a los muebles y enseres perdidos.
	Que se someta su tasación a peritazgo.
	2000 gramos de oro.
	5000 gramos de oro.

	Estéban Hernández Trujillo.
	
	El valor en que incurrió para la reconstrucción de sus dos inmuebles,  el pago de cánones de arrendamiento en que debió incurrir por la destrucción de su casa de habitación y el valor equivalente  a los muebles y enseres perdidos.
	Que se someta su tasación a peritazgo.
	4000 gramos de oro.
	5000 gramos de oro.

	Idelfonsa Gómez.
	
	El valor en que incurrió para la reconstrucción de su inmueble,  el pago de cánones de arrendamiento en que debió incurrir por la destrucción de su casa de habitación y el valor equivalente  a los muebles y enseres perdidos.
	Que se someta su tasación a peritazgo.
	2000 gramos de oro.
	5000 gramos de oro.

	José de Jesús Sánchez Gualtero.
	
	El valor en que incurrió para la reconstrucción de su inmueble,  el pago de cánones de arrendamiento en que debió incurrir por la destrucción de su casa de habitación y el valor equivalente  a los muebles y enseres perdidos.
	Que se someta su tasación a peritazgo.
	2000 gramos de oro.
	5000 gramos de oro.

	Obel González Romero.
	Utilidades dejadas de recibir por causa de la destrucción de su Taller de Ebanistería.
	El valor en que incurrió para la reconstrucción de sus dos inmuebles,  el pago de cánones de arrendamiento en que debió incurrir por la destrucción de su casa de habitación y el valor equivalente  a los muebles y enseres perdidos.
	Que se someta su tasación a peritazgo.
	3000 gramos de oro.
	5000 gramos de oro.

	Primitivo Cardozo Trujillo. 
	
	El valor en que incurrió para la reconstrucción de su inmueble,  el pago de cánones de arrendamiento en que debió incurrir por la destrucción de su casa de habitación y el valor equivalente  a los muebles y enseres perdidos.
	Que se someta su tasación a peritazgo.
	3000 gramos de oro.
	5000 gramos de oro.

	Herminda Trujillo de Cardozo. 
	
	El valor en que incurrió para la reconstrucción de su inmueble,  el pago de cánones de arrendamiento en que debió incurrir por la destrucción de su casa de habitación y el valor equivalente  a los muebles y enseres perdidos.
	Que se someta su tasación a peritazgo.
	3000 gramos de oro.
	5000 gramos de oro.

	José Alirio Urrea Peralta.  
	
	El valor en que incurrió para la reconstrucción de su inmueble,  el pago de cánones de arrendamiento en que debió incurrir por la destrucción de su casa de habitación y el valor equivalente  a los muebles y enseres perdidos.
	Que se someta su tasación a peritazgo.
	2000 gramos de oro.
	5000 gramos de oro.


2. Los hechos.
En el escrito de demanda, en síntesis, la parte actora narró los siguientes hechos:

Se indica en la demanda que el día 20 de marzo de 2000, en horas de la tarde, miembros activos de las FARC atacaron instalaciones del municipio de Alpujarra, específicamente el Comando de Policía, causando serios destrozos a su alrededor. 

Sin embargo, el ataque fue repelido eficazmente por la Policía y el Ejército Nacional, los que impidieron que se causaran daños más graves. Esta circunstancia motivó que los atacantes amenazaran con volver más adelante al lugar de los hechos a ocasionar más estragos. 

Fue así como el 12 de julio de 2000, las FARC retornaron al municipio de Alpujarra y arremetieron nuevamente contra el Comando de Policía, causando su destrucción total, así como el destrozo de los inmuebles vecinos ubicados a tres cuadras a la redonda, en algunos casos de manera total, y en otros, parcial. 

Señala el libelista que, para la época previa del segundo ataque, existía certeza de su futura comisión, no obstante lo cual se retiró el apoyo de las fuerzas militares, cuyos miembros fueron traslados a otras localidades. Además, aun cuando, como medidas de seguridad, desalojaron a los funcionarios municipales antes del suceso para que no sufrieran daño, no alertaron a la comunidad acerca de la posible ocurrencia del segundo ataque, supuestamente para no causar pánico.

Para la parte actora, el daño cuya reparación se reclama, respecto del segundo ataque se produjo por causa de una falla del servicio consistente en el incumplimiento de los deberes y funciones de las fuerzas militares, quienes se negaron a prestar la debida seguridad; también en la ausencia del Ejército Nacional y de refuerzos policiales y en la inexistencia de estrategias de defensa por parte de la Policía Nacional ante la certeza de la toma guerrillera e ineficacia de las medidas existentes. 

4. Actuación procesal.

4.1. El Tribunal Administrativo de Tolima admitió la demanda por auto del 20 de marzo de 2002 (folio 320 del cuaderno uno). 

4.2. Mediante providencia del 4 de octubre de 2002 se ordenó la apertura y práctica de pruebas (folios 351-353 del cuaderno uno). 

5. Contestación de la demanda.

Policía Nacional.

La entidad demandada presentó oportunamente su escrito de contradicción. Al efecto, manifestó que los hechos en que se fundamentó debían probarse. Así mismo, se opuso a las pretensiones, por considerar que si bien existen lugares dentro de centros urbanos del territorio colombiano más peligrosos que otros, no resultaba claro que los más vulnerables fueran aquellos próximos a las Estaciones de Policía, pues al contrario, era precisamente la presencia de la fuerza pública un hecho que garantizaba la seguridad de la ciudadanía y la paz pública. Siguiendo esa línea, precisó que la causa de los disturbios emergía de la propia conducta delincuencial.

De otro lado, sostuvo que el ejercicio de los derechos  y libertades reconocidos por la Constitución Política no constituía una cuestión unipersonal en cabeza de todas las personas, sino que también implicaba la asunción de responsabilidades.

Advirtió que el Comando y Subcomando Operativo y Administrativo del Departamento, mediante coordinaciones lograron obtener el oportuno apoyo de los aviones fantasmas de la Fuerza Aérea Colombiana. Añadió que los uniformados, a pesar de ser inferiores en número y armamento respecto del grupo subversivo que enfrentaban, actuaron con valentía y compromiso al tratar de repeler, durante varia horas, el ataque. 

El mismo enfrentamiento armado que sostuvieron durante horas, derivaba la imposibilidad de que los uniformados protegieran al tiempo, sus vidas, las de la población, las instalaciones del cuartel y las viviendas aledañas. 

Consideró que la actuación de la fuerza pública no podía catalogarse como omisiva teniendo en cuenta que los policías debían observar unas condiciones mínimas de seguridad en el desplazamiento por tierra a través de las zonas de señalada peligrosidad, pues de lo contrario, elevarían las condiciones de riesgo de sus compañeros. Agregó que evitar la emboscada no comportaba una omisión, pues, por el contrario, se estaba protegiendo la vida e integridad de los miembros de la Policía, quienes también tenían derechos fundamentales, sin que ello signifique que no estaban en la obligación de enfrentar al enemigo en operaciones de combate a pesar de cumplir funciones preventivas.

Señaló que no se le podía atribuir responsabilidad a la Policía Nacional por cuanto no existió nexo de causalidad entre el daño sufrido por los inmuebles de los demandantes y la acción de la fuerza pública, ya que aquel fue consecuencia directa de la incursión en el municipio de individuos asociados para delinquir. 

También consideró que se encontraba desvirtuada en este caso la teoría del daño especial por cuanto los daños ocasionados a los inmuebles y establecimientos de comercio no se produjeron a consecuencia del fuego cruzado entre los miembros de la policía y los insurgentes, sino que fueron fruto de la arremetida directa de las FARC. 

Por otro lado, respecto de los establecimientos comerciales afectados con el ataque, dos de ellos de los demandantes, estimó que la actividad comercial está rodeada de circunstancias aleatorias que eventualmente podrían atentar contra la estabilidad económica de los mismos. De manera que los bienes debían estar asegurados, pues de lo contrario cualquier riesgo que pudiera materializarse sobre ellos, como el que aconteció, debería ser asumido por sus propietarios. 

Por último afirmó que una vez se tuvo conocimiento de la posible comisión de la embestida,  se obtuvo apoyo constante de las aeronaves de la Fuerza Aérea, incluso del avión fantasma, ya que con anterioridad se había coordinado su intervención con el Comando Aéreo de Combate No. 1 y la Sexta Brigada del Ejército Nacional. Sin embargo, precisó que, en este caso, se perdieron las comunicaciones desde el inicio de la incursión subversiva con el radio base de la estación debido a la  destrucción sufrida por la explosión de un cilindro de gas. 

Nación - Ministerio de Defensa – Ejército Nacional.

Dentro del término de ley, sostuvo que fueron varias las poblaciones del Tolima que resultaron afectadas por tomas guerrillera, pues dentro de la estrategia de las FARC existía la de hacer varias emboscadas a varias poblaciones durante el mismo día, lo que limitaba la posibilidad de defenderse óptimamente de los ataques. 

Para la demandada estaba claro que la destrucción de los inmuebles se debió a la acción delincuencial de las FARC.

Además formuló la excepción del hecho del tercero, pues, en su sentir, este es un caso más de aquellos en los cuales la conducta subversiva acaba con el patrimonio de las personas ajenas al conflicto, conducta que no puede atribuirse a los estamentos del Estado, precisamente porque constituye una causal eximente de responsabilidad.

7. Alegatos de conclusión y concepto del Ministerio Público.
Por auto del 29 de abril de 2004, el Tribunal a quo ordenó dar traslado a las partes y al agente del Ministerio Público para que aquéllas presentaran sus respectivos alegatos de conclusión y éste rindiera concepto (folio 241 del cuaderno uno).

En el término concedido la entidad demandada Ministerio de Defensa – Ejército Nacional alegó de conclusión mediante escrito en el cual se pronunció frente a las pruebas recaudadas durante el respectivo debate y reiteró los argumentos de defensa expuestos en oportunidad procesal anterior. 

La parte demandante, la Policía Nacional y el Ministerio Público guardaron silencio. 

7. La sentencia impugnada.

El Tribunal Administrativo del Tolima profirió sentencia el día 7 de diciembre de 2004, a través de la cual resolvió el litigio (folios 460-471 del cuaderno principal), en los términos que fueron transcritos al inicio de esta providencia.

Al revisar las pruebas obrantes en el plenario, el a quo halló acreditado que para los días 20 de marzo y 12 de julio de 2000, el municipio de Alpujarra fue objeto de sendas incursiones subversivas y que debido a la última de ellas los demandantes sufrieron perjuicios por la afectación de sus bienes, tanto muebles como inmuebles, lo cual se desprendía de los certificados y escrituras con los cuales acreditaban su propiedad, las certificaciones emanadas de las autoridades municipales y el dictamen pericial que se rindió. 

Encontró demostrado también que el 12 de julio de 2000, a las 4 p.m, se llevó a cabo una reunión extraordinaria en el Despacho de la Alcaldía para tratar temas inherentes al orden público y que la discusión se centró en el posible ataque guerrillero que se rumoraba iba a acontecer esa misma noche y las medidas que debía adoptarse en relación con el mismo. 

Así, encontró establecido que para el 12 de julio de 2001 las autoridades tuvieron conocimiento acerca del posible ataque de las FARC al municipio de Alpujarra y que la Policía repelió el ataque de acuerdo a sus capacidades realizando todas las gestiones pertinentes para evitar que las personas residentes en la localidad resultaran afectadas en su integridad. 

En ese orden, el a quo, aun cuando halló acreditado el daño reclamado, no consideró que el mismo resultara atribuible a las entidades demandadas a título de falla del servicio, toda vez que –entendió- no se conocía con precisión el lugar o el momento en que los subversivos harían su incursión. 

Para adoptar su decisión final, se apoyó en un pronunciamiento que ese mismo Tribunal había dictado en el 2002  en cuyo análisis había considerado que la responsabilidad había que examinarla desde una óptica realista teniendo en cuenta, entre otros factores, los recursos humanos, presupuestales, y la misma situación de subversión que, para esa época, día a día aumentaba y, por ende, demandaba atender muchos otros frentes que antes no ocupaban la fuerza pública, tales como las tomas guerrilleras simultáneas y nocturnas. 

Dicha decisión fue objeto de salvamento de voto por parte de uno de los magistrados de la Sala, quien consideró que la súplicas de la demanda debieron despacharse favorablemente, por cuanto en el expediente existían pruebas suficientes indicativas de que no se había actuado con la diligencia debida, y mucho menos cuando se hallaba demostrado que la próxima toma del 12 de julio de 2001 había sido un hecho de público conocimiento. 

8. El recurso de apelación.

La parte demandante censuró la decisión de primera instancia, por cuanto, en su sentir, adolecía de grandes fallas en la valoración de la prueba, pues de manera errada y contraria a las evidencias del asunto, concluyó acerca de la inexistencia de la responsabilidad argumentando que existían simplemente rumores del posible ataque que se iba a perpetrar el 12 de julio de 2000 y que la fuerza pública no estaba obliga a repeler el atentado, dado que resultaba imposible asignar un policía para cada ciudadano.

Según sostiene la parte actora, el Tribunal desconoció el acta No. 008 suscrita por el Consejo de Seguridad del municipio de Alpujarra, de cuyo contenido se desprendía con certeza que el ataque del 12 de julio resultaba ser un hecho inminente y no un simple rumor. 

Igualmente reprochó la decisión impugnada por cuanto no se apoyó en las pruebas testimoniales y documentales recuadadas y obrantes en el plenario con las cuales se acreditaba plenamente que existía certeza respecto a la futura ocurrencia de la toma guerrillera de Alpujarra planeada para el 12 de julio de 2001, al punto que con las mismas se acreditó que la Alcaldía, ese mismo día antes de la emboscada, pidió en reiteradas oportunidades ayuda a la Policía Nacional y al Ejército Nacional, y resultó establecido que se hizo caso omiso de dichas solicitudes. 

A lo largo de la alzada citó apartes de los testimonios recepcionados y de la documental allegada pronunciándose respecto de su contenido y de su vigor acreditativo respecto del conocimiento previo de los ataques por parte de varias autoridades administrativas. 

También consideró que, a partir de todas las probanzas se acreditaba que ni el Ejército, ni los refuerzos de la Policía solicitados llegaron oportunamente a repeler el ataque, así como también, que los agentes de Policía que allí se encontraban se atrincheraron en el Comando sin poder evitar el ataque y, por último, que las autoridades municipales pidieron ayuda y protección al Ejército, sin recibir respuesta positiva a su pedido de auxilio. 

De otro lado, alegó que en el plenario se encontraba plenamente acreditado que la destrucción de las viviendas de los demandantes se produjo como consecuencia directa del ataque guerrillero. Añadió que la prueba de la titularidad de la propiedad de cada uno de los inmuebles afectados reposaba en el expediente, circunstancia respecto de la cual se no se presentó objeción alguna. 

En este punto agregó que aun cuando en la actuación se practicó un dictamen pericial que daba cuenta de la causación del daño emergente, no era menos cierto que el lucro cesante podía evidenciarse de otras probanzas que igualmente militaban en el plenario, tales como contratos de arrendamiento, declaraciones de los testigos y demás. 

Seguidamente se refirió al salvamento de voto y consideró que su contenido se ajustaba a normas constitucionales y legales y al acervo probatorio que obraba en el plenario. 

Retomando el aspecto concerniente a la responsabilidad, alegó que las entidades demandadas eran responsables por acción, por cuanto a pesar del que el municipio de Alpujarra se encontraba en zona roja, sin explicación alguna las tropas del Ejército fueron retiradas del lugar. Así mismo por omisión y por falla del servicio, por cuanto ante la certeza de la ocurrencia de la toma guerrillera y la consecuencial petición de ayuda por las autoridades municipales, ni la Policía ni el Ejército prestaron el servicio de defensa y seguridad de la población y de sus bienes. También afirmó que, de conformidad con la jurisprudencia del Consejo de Estado, el caso se había representado un daño especial para quienes sufrieron sus efectos debido a que el ataque se dirigió contra el Comando de Policía de Alpujarra.

En cuanto a los perjuicios sufridos por los demandantes, reiteró que los mismos eran de índole inmaterial (daño moral y daño a la vida de relación), pues eran evidente que la pérdida en su patrimonio debió causar aflicción, dolor y quebranto en la vida cotidiana de cada uno de ellos. 

En relación con el daño material advirtió que en el proceso se había practicado un dictamen pericial que cuantificó el daño emergente sufrido por los demandantes consistente en el valor que tradujo la destrucción de sus inmuebles, daños que se tasaron en $1’123.780.000, sin incluir el valor de los muebles y enseres, ni el lucro cesante, cuyo cálculo debía practicarse por la instancia judicial para ordenar una indemnización integral. 

9. Actuación en segunda instancia. 

9.1. Mediante auto del 13 de mayo de 2005 el Consejo de Estado concedió el término de tres días a la parte actora para sustentara el recurso de alzada.

9.2. Cumplido lo anterior, en providencia del 15 de julio de 2005 se admitió la impugnación presentada por la parte actora. 

9.3. Por decisión del 14 de octubre de 2005, esta Corporación dispuso el traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto. En el término concedido la parte demandada Nación- Ministerio de Defensa – Ejército Nacional alegó de conclusión reiterando los argumentos de defensa expuestos en oportunidades precedentes.
Las demás partes y el Ministerio Público guardaron silencio. 

II. C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- Competencia.

La Sala es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra de la sentencia proferida el 7 de diciembre de 2004, por el Tribunal Administrativo del Tolima, en proceso con vocación de doble instancia ante esta Corporación, dado que la demanda se presentó el 14 de marzo de 2002 y la pretensión mayor se estimó en cinco mil (5000) gramos oro, por concepto de perjuicios a la vida relación, monto equivalente a $106’840.000 mientras que la suma exigida en ese año para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa tuviera vocación de doble instancia era de $36’950.000.

2.- Ejercicio oportuno de la acción.

Al tenor de lo previsto por el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo vigente a la fecha de presentación de la demanda, la acción de reparación directa debía instaurarse dentro de los dos años siguientes al acaecimiento del hecho, omisión, operación administrativa u ocupación permanente o temporal de inmueble por causa de trabajos públicos. En el sub examine la responsabilidad administrativa que se demanda se origina en los daños materiales sufridos por los inmuebles de los demandantes con ocasión de la toma guerrillera del comando de Policía del municipio de Alpujarra, sufrida los días 20 de marzo del 2000 y el 12 de julio del mismo año,  y como quiera que la demanda se interpuso el 14 de marzo de 2002, resulta evidente que la acción se propuso dentro del término previsto por la ley.

3.- Del material probatorio. Doctor finalmente titulé este acápite “del material probatorio” pues porque finalmente es una relación probatoria para luego si, con base en él, extraer los hechos probados en acápite aparte. 

-. Reposa en el plenario el oficio del 13 de febrero de 2000, por el cual el Comandante de la Estación Rural de Alpujarra informó que el 11 de enero de 2000, el frente XXV de las FARC, había  hurtado un camión repartidor de gas el cual transportaba entre 40 y 50 cilindros (fl. 25 c2). 

-.  Se encuentra en la actuación el informe rendido el 22 de marzo de 2000, por el Subteniente del Comando de Policía de Alpujarra, Álvaro Rodríguez Méndez (fl. 414-416 c1), de conformidad con el cual se deprende que el 20 de marzo de 2000, en horas de la tarde, aproximadamente 300 a 400 hombres de las FARC atacaron el Comando de la Estación de Policía de Alpujarra con armamento pesado, pipetas de gas, granadas de 10 milímetros y que en dicho ataque resultaron afectadas las viviendas ubicadas a un cuadra a la redonda de dicho comando. En dicho informe se dejó la siguiente constancia (fl. 414-416 c1): 

“DEBIDO A QUE NOS ATACARON CON CILINDROS Y MATERIAL DE GUERRA PESADO LAS INSTALACIONES SUFRIERON LA DESTRUCCIÓN DEL 80% DE LA CONSTRUCCIÓN, DONDE LO MAS SOBRESALIENTE ES LA LÍNEA TELEFONICA INSERVIBLE, EL SISTEMA DE ACUEDUCTO, LA TOTALIDAD DE LAS PUERTAS, COMODAS, CLOSERES, LAS CUALES ERAN DE MADERA, LAS PLANCHAS DEL PRIMERO Y SEGUNDO PISO, LAS PAREDES AGRIETADAS Y SIMBRONADAS, LA TOTALIDAD DE LOS CRISTALES DE LAS VENTANAS, LAS PAREDES DE LA PARTE POSTERIOR TOLAMENTE DESTRUIDAS POR LO QUE SE PUEDE DEDUCIR QUE LAS INSTALACIONES NO QUEDARON APTAS PATA HABITARLAS YA QUE REPRESENTAN PELIGRO PARA EL PESONAL.

(…)

 ES DE ANOTAR QUE UNA CUADRA A LA REDONDA LAS VVIENDAS RESULTARON ALGUNAS TOTALMENTE DAÑADAS Y OTRAS PARCIALMENTE, AL IGUAL QUE LOS ENSERES Y ELECTRODOMÉSTICOS QUE POSEIAN LAS MENCIONADAS VIVIENDAS.”

-. Ese mismo funcionario policial, en informe rendido el 24 de marzo de 2000, indicó la estrategia de defensa adoptada por los agentes para repeler el ataque (fl. 10-11 c3): 

“… antes de la incursión subversiva el personal se encontraba dentro de las instalaciones de la Estación en actividad deportiva cuando se recibió una llamada telefónica de un señor que no quiso identificarse alertando al señor S-. MARTINEZ GARCIA CARLOS, del desplazamiento que estaban haciendo los frentes subversivos hacia este municipio, quien informó inmediatamente al Comando de Estación y al personal que se encontraba dentro de las instalaciones e informando de inmediato al Distrito Cuatro Purificación en donde inmediatamente se le dio credibilidad a la información, ubicándose el personal en sitios estratégicos para poder repeler el ataque el cual inició a las 18:00 horas del día 20 03 00.

El suscrito comandante de la Estación se encontraba ubicado en uno de los búnqueres que se encuentra debajo de la trinchera que se encuentra ubicada saliendo de la estación al lado izquierdo con el DG. BERNAL BERMUDEZ VICTOR JULIO, PT. GUZMAN BARRAGAN ROLANDO, AG. PIRAQUIVE SAENZ GABRIEL ANTONIO en la parte de encima en la trinchera 
que se encontraba el Agente Vargas CHAVARRO MARTIN EMILIO, en la parte delantera de la sala de radio se encontraba cubriendo al radio operador el señor SL. MARTINEZ GARCÍA CARLOS EDUARDO, en la parte de atrás de la estación se encontraban los agentes NARVAEZ BELTRAN RODRIGO, PT RIVEROS VALDES ALEX, en la trinchera y bunquer se encontraban repartidos ubicados al lado derecho de la Estación se encontraba el señor DG. HORMIGA SANCHEZ JESUS HERNAN, PT. GUTIERREZ FLOREZ JHON, AG. HERNANDEZ CEBALLOS ROBERTO, AG. APACHE ESNEIDER, el señor MELO AMARILES LUIS EDUARDO, PT MESA OSORIO JUAN CARLOS se encontraban ubicados repeliendo el ataque en una casa que queda al frente de la estación de policía, en el segundo piso de la Estación se encontraban el señor SL. HERNANDEZ SOLANO LUIS ARIEL y AG. PARRA SAAVEDRA FELIX ANTONIO.”
-. Milita en el expediente el informe rendido por el Comandante de la Estación de Policía de Alpujarra ante el Comandante del Departamento de Policía del Tolima acerca del avalúo de los daños causados a la Estación de Policía y a las viviendas aledañas en la toma guerrillera perpetrada en dicho municipio el 20 de marzo de 2000, en el cual se lee (fl. 9 c2): 

“… se calcula que los daños a la estructura pueden ascender a un valor de $50’000.000 de pesos, en material de intendencia y equipo de oficina y demás elementos se calcula en unos $20’000.000 pesos.

Los daños causados a las viviendas del Municipio ascienden a $1.000’000.000 de pesos, ya que destruyeron por el accionar de los cilindros o pipetas de gas totalmente 15 viviendas, quedaron semidestruidas 80 viviendas del municipio de Alpujarra.” 
-. En documento del 24 de marzo de 2000 dirigido al Departamento de Policía de Tolima, el Comando de Policía de Alpujarra realizó un listado de aciertos y desaciertos presentados durante el ataque del 20 de marzo de 2000. Dentro de los aciertos destacó, entre otros (fl. 17-18 c3): 

“La incursión guerrillera no tomó por sorpresa a la Policía acantonada en este municipio ya que diez minutos antes la población informó la presencia subversiva en la localidad, lo que permitió al personal prepararse para los acontecimientos.

“Que el personal se encontraba en su totalidad en la unidad con el armamento  la mano, la munición de reserva, repartidas todas las granadas de fusil y de mano.

“Que el apoyo aéreo fue fundamental para impedir que lanzaran la totalidad de los cilindros que traían y que les impidió avanzar.” 

Y como recomendaciones consignó: 

“Enviar personal entrenado en contraguerrilla y polígono con fúsil, granadas, al igual que manejo de explosivos.

(…) 

“Que se dote la estación de un lanzagranadas.,”

-. En consonancia con lo anterior, reposa en la actuación el oficio del 28 de enero de 2003 por el cual el Comandante del Comando Aéreo de Combate No. 4 de la Fuerza Aérea, informó que para el día 20 de marzo de 2000 se prestó apoyo aéreo cercano en el municipio de Alpujarra. No obstante, también indica que para el día 12 de julio del mismo año no se prestó apoyo aéreo.

-. También obra el oficio del 3 de febrero de 2003 mediante el cual el Comandante del Departamento de Policía del Tolima informó que tanto el día 20 de marzo de 2000 como el 12 de julio de 2000, se coordinaron con la Sexta Brigada Batallón Roock y el Comando Aéreo Táctico No. 1 de Melgar las labores de apoyo consistentes en transporte de personal, combate y la utilización de los aviones fantasmas, en el municipio de Alpujarra. 

-. Reposa en la actuación el acta de instrucción de la Estación de Policía de Alpujarra de fecha 19 de mayo de 2000, en la que se dejó constancia de que existía información sobre una posible incursión subversiva al municipio, por cuanto se había escuchado conversaciones sostenidas por un jefe subversivo en las que hablaba de acción con apoyo de cuatro frentes, razón por la que se debían extremar al máximo las medidas de seguridad sobre el personal, armamento e instalaciones (fl. 23 c2). 

-. Obra en el expediente el plan de defensa elaborado el 28 de mayo de 2000 por la Estación de Policía de Alpujarra ante la eventualidad de una toma guerrillera, en el cual se asignaban diferentes misiones para el comandante de escuadras, el jefe de los servicios, el personal de vigilancia y el radio operador.

-. Fue allegada al plenario el Acta suscrita el 12 de julio de 2000, por el Consejo de Seguridad del Municipio de Alpujarra Tolima, conformado por la Alcaldesa, el Comandante de la Estación de Policía, el Juez Promiscuo Municipal, el Fiscal Municipal y la Secretaría General de la Alcaldía, quienes de reunieron en horas de la tarde para tratar temas relacionados con un posible ataque guerrillero que se rumoraba iba a acontecer esa misma noche en Alpujarra, al punto que el motivo de la reunión fue precisamente coordinar las medidas que debían adoptarse. 

El contenido del acta suscrita en esa oportunidad fue el siguiente (fl. 235 a 236 del c1): 

“Con el fin de tratar temas relacionados con el posible ataque guerrillero que rumora va a acontecer en la noche d este mismo día, se reunió el Consejo de Seguridad para Coordinar lo correspondiente a las medidas que se deben tomar.

El Comandante comentó que hay movimientos sospechosos a raíz del retiro del Ejército de la población de Dolores que era quien salvaguardaba nuestra jurisdicción. También comunica que interceptó una llamada que hizo levantar más sospechas porque comentaba que la fiesta era esta noche en Alpujarra.

La Alcaldesa comenta que recibió varias llamadas en la ciudad de Ibagué, sobre el posible ataque programado para hoy, comentó que inmediatamente procedió a hacer las llamadas a los diferentes organismos de seguridad.

Los integrantes le sugieren a la Alcaldesa se comunique nuevamente con las entidades afines, con el ánimo de solicitar ayuda para contrarrestar un posible ataque. 

Se informa por parte del juez que hay mucho movimiento de carros y motos.

La Alcaldesa procede nuevamente a solicitar telefónicamente la ayuda necesaria.

El Comandante expone que ellos están preparados para cualquier anomalía que se presente, que hay que tener clama y mucha fe.

Sin estar confirmados los hechos se toman medidas tendientes a la seguridad del personal adscrito a la administración en el sentido de desalojar las instalaciones locativas de su trabajo y se sugiere no alertar a la comunidad para que no haya pánico.”

-. Reposa en el expediente el informe suscrito el 14 de julio de 2000, por el Teniente Oscar González Padilla, en relación con los hechos acaecidos en la noche del 12 de julio atinentes al ataque guerrillero producido en la noche anterior, en el municipio de Alpujarra, en el que afirma( fl. 1-2 c3): 

“Siendo aproximadamente las 21:15 a 21:30 horas, a la población de Alpujarra Tolima incursionaron integrantes del frente 21 y 17 de las autodenominadas FARC, en número superior a 200 hombres, los cuales arremetieron contra las instalaciones policiales y viviendas aledañas a la Estación, utilizando para ello armas no convencionales como cilindros de gas acondicionados como explosivos, armas de fuego de diferentes tipos y calibres arrojando como resultados las novedades que más adelante se relacionan, terminando el ataque aproximadamente a las 03:00 horas cuando el apoyo del Ejército Nacional de Colombia se hizo presente en el casco urbano.

(…).

“Ha de anotarse también que las viviendas alrededor de la Estación quedaron destruidas en su totalidad en donde además fueron destruidos los enseres que en algunas de aquellas habían, fueron 30 viviendas afectadas.”

-. Obra el informe rendido el 27 de julio de 2000 por el Comandante del Departamento de Policía del Tolima, dirigido al Mayor General de la Policía en el cual puso en su conocimiento que el 12 de julio, siendo las 21:15 horas, 200 subversivos pertenecientes a los frentes XXI y XVII de las FARC EP, incursionaron en el municipio de Alpujarra utilizando todo tipo de armamento de largo alcance, granadas, ametralladora M-60, petardos de gran poder y artefactos explosivos no convencionales, como cilindros de gas, atacando de manera simultánea las instalaciones policiales y demás construcciones  vecinas de la Estación de Policía, resultando afectadas 20 casas, y culminando aproximadamente a las 03:00 am. 

En ese documento se destacaron como aciertos los siguientes (fl. 3-6 c3): 

“1.- El apoyo constante de las aeronaves de la Fuerza Aérea (helicópteros, avión fantasma).

2.- Las coordinaciones previas efectuadas con la Fuerza Aérea Colombiana (Comando Aéreo de Combate No. Uno) y el Ejército Nacional (Sexta Brigada) en las cuales se ha compartido información y se han unificado criterios en torno  a las acciones que cada fuerza debe desarrollar ante un ataque subversivo.

3.- El manejo acertado de las comunicaciones mediante el uso del radio tierra aire durante el ataque guerrillero, permitió concentrar el ataque por parte de las aeronaves de la Fuerza Aérea en los lugares donde los subversivos arremeterían contra la estación policial y el resto de la población.

4.- Haber repelido el ataque por parte de nuestros hombres de manera valerosa sin sufrir bajas ni heridos.”

-. Militan también varias certificaciones expedidas por la Alcaldía Municipal de Alpujarra,  la Personería y el Comando de Policía de ese municipio, según las cuales en dicho ataque resultaron averiados parcialmente en unos casos y totalmente en otros, los inmuebles de los demandantes Ermelina Caviedes Ferreira, Marcos Guillermo Ferreira Figueroa (fl. 42, 116-119 c1), José Edgar Perdomo (fls. 63-68 c1), Manuel Penagos, Ernesto Penagos, Juan Francisco Peñuela López (fls. 102-114 c1), Alfonso Cañón Martínez (fl. 132-141 c1), Esteban Hernández Trujillo (143-162 c1), Idelfonsa Gómez de García,(fls. 165-172 c1),  José de Jesús Sánchez Gualtero (fls. 173-187 c1), Obel González Romero (fl. 189-202 c1, Primitivo Cardozo Trujillo y José Alirio Urrea Peralta (fls. 203-234c1).

De otro lado, en la actuación se recaudaron múltiples testimonios de habitantes y empleados de la administración municipal que declararon acerca de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se produjeron los ataques perpetrados el 20 de marzo y el 12 de julio del 2000 en Alpujarra Tolima. 

-. En efecto, reposa la declaración de la señora Emperatriz Serrato quien, para la época de los acontecimientos, se desempeñaba como funcionaria de la Alcaldía. De su testimonio se destaca lo siguiente (fls. 106-108 c2): 

“PREGUNTADO: Sírvase decir al Despacho, si usted recuerda las fechas en que ocurrieron las tomas guerrilleras en este municipio. CONTESTÓ: si, el 20 de marzo y el 12 de julio del dos mil. PREGUNTADO: Que cargo desempeñaba para la época? CONTESTÓ: Para el 20 de marzo era la Tesorera Municipal y para el 12 de julio era la Secretaria General de la Alcaldía. PREGUNTADO: Sírvase decirle al Juzgado, el 12 de julio de 2000, según el demandante se reunió el Consejo de Seguridad municipal, sírvase decirnos que temas trataron y a que conclusión llegaron. CONTESTÓ: Era respecto a la entrada de los guerrilleros para esa noche, el Comandante de Policía había interceptado una llamada en donde se decía que el baile era esa noche en Alpujarra, la conclusión fue que la Alcaldesa llamó al Coronel Gómez de Ibagué, para solicitar la ayuda y a Bogotá no sé exactamente a quien llamó pero sé que hizo más de 20 llamadas. PREGUNTADO: Sírvase decirle al Juzgado, que acciones tomó el  municipio para la toma del 20 de marzo. CONTESTÓ: Pues sé que se sabía no, se escuchaban rumores y como yo no era secretaria sino la tesorera no tenía nada que ver con ese aspecto, la que sí sabía fue la 12 de julio. (…) PREGUNTADO: contra quien se dirigió el ataque guerrillero y cuál fue la modalidad del mismo. CONTESTÓ: El ataque fue directamente contra el cuartel de la policía. La modalidad fue con cilindros más o menos cada minuto. PREGUNTADO. Cuando la alcaldesa retornó a Alpujarra, el día 12 del año 2000, le informó a usted en su condición de Secretaria, que diligencias había efectuado en Ibagué para conjurar el peligro de la toma guerrillera. CONTESTÓ: Sinceramente, todos estábamos asustados pero creo que ella en Ibagué, fue hasta el Comando donde el Coronel ROJAS del Ejército y el Coronel Gómez de la Policía, ese día por parte de ella no hubo ninguna negligencia. Al contrario fue muy diligente. (…) Sabe usted, o el Comandante informó que medidas iba a tomar y con qué número de agentes contaba? CONTESTÓ: El comandante solicitó ayuda y pues él en sus términos de con estrategia militar, entiendo que es contraatacar y no dejarse matar porque es imposible detener un ataque con cilindros o acaban con el pueblo con doce policías que era lo que contaba. PREGUNTADO: A qué hora vio usted en su condición de Secretaría de Gobierno que llegó el Ejército Nacional y al Policía Nacional a municipio de Alpujarra. CONTESTÓ: Llegaron como a las tres de la mañana que empezó a entrar el Ejército, la Policía llegó después al otro día que llegó el Comandante de la Policía Nacional y el Comandante del Ejército y el Gobernador del Tolima, la comunidad se encontraba indignada por la falta de apoyo ante un hecho inminente.”

-. Por su parte, el señor José Ricardo Prada Tapia, quien para el 12 de julio de 2000, fecha de la segunda toma guerrillera, se desempeñaba como Tesorero Municipal de Alpujarra, señaló: 

“PREGUNTADO: Qué gestiones de prevención o de aviso a las autoridades centrales vio usted que efectuaran las autoridades locales. CONTESTÓ: Me enteré de algunas llamadas que se realizaron creo que las autoridades militares de Ibagué, pues no recuerdo si fue la alcaldesa, la Secretaria o el Comandante de la Policía o el Fiscal porque hubo un Consejo de Seguridad y de ahí tuvo que haber salido la llamada o los comunicados que se efectuaron. PREGUNTADO: Qué defensa desplegó el Ejército Nacional el día 12 de julio de 2000 por la noche al Municipio de Alpujarra. CONTESTÓ: No ninguna defensa porque ellos llegaron prácticamente como a las 2 o 3 de la mañana, cuando ya habían hecho todos los daños conocidos. PREGUNTADO: Igualmente, sabe usted qué acciones desplegó la Policía Nacional para contrarrestar el ataque guerrillero y con qué número de agentes. CONTESTÓ: Acerca de la Policía creo que para ese entonces había aproximadamente unos 14 agentes en la Estación de Policía, pues yo creo que a la calle no salieron porque en esos momentos se escucharon tiros, muchos movimiento de carros y de motos y de personas que creo que eran del grupo de la guerrilla.”

-. Igualmente el testigo Julio César Veloza, habitante del Alpujarra y quien presenció el ataque guerrillero perpetrado el 12 de julio, al preguntársele si el Ejército Nacional estuvo presente durante el enfrentamiento, enfáticamente contestó (fl. 114-115 c2).: 

“No estuvo presente, lo estuvo después de la toma guerrillera.”

-. Así mismo, el declarante Ángel Alberto Cuéllar, habitante del Alpujarra, en relación con las gestiones de defensa desplegadas por las autoridades durante la toma guerrillera del 12 de julio de 2000, afirmó (fls. 116-117 c2): 

“La toma empezó a las nueve de la noche y hasta las 11 apareció un helicóptero (…), al rato vino el avión fantasma, la lanzada de cilindros fue desde que empezó la toma hasta las 2 de la mañana, que dicen que el Ejército venía llegando, hasta las dos de la mañana fue el final, yo ví el Ejército fue a las 6 de la mañana, no sé a qué horas llegaría. (…). La Policía lo único que hizo fue esperar que se metieran y cogerse a plomo ellos ahí…”.

-. El testigo Plutarco Rojas, domiciliado en Alpujarra y quien estuvo presente durante la incursión de la guerrilla en ese municipio manifestó (fl. 121 c2): 

“Lo extraño que observé la tensión de la población con el rumor que iba a suceder, abrigamos la esperanza que apareciera el Ejército, pero no apareció el Ejército. Yo me encontraba con mi esposa y mi hijo en mi casa de habitación cuando hacia las 9 y media o 10 de la noche sonaron unos disparos me levanté para escuchar con más precisión si se traba de la conformación de la toma guerrillera de la cual se había hablado en el día, sentí mucha tristeza al darme cuenta que en efecto la FARC había incursionado nuevamente en el municipio, fue una toma muy intensa, fue menos tiempo que la primera, pero causó más estragos. PREGUNTADO: Qué acción desplegó la Policía para evitar y para repeler el ataque guerrillero? CONTESTÓ: Pues también durante el ataque respondió con fuego, pero para evitar el ataque no vi que hubiesen hecho rondas.”

-. De manera coincidente, el testigo Libardo Vásquez Serna, quien en su condición de residente de Alpujarra, presenció el ataque del 12 de julio de 2000, en relación con su ocurrencia manifestó (fl. 130-131 c2): 

“En este ataque se escuchaban disparos de diferentes calibres, como también se escuchaban los estruendos de dinamita, como granadas y también explosivos grandes muy fuertes que lógicamente debieron ser los cilindros bomba. El ataque pues inicialmente se hizo contra la Policía Nacional y de por si resultando afectados la gran mayoría de las casas de los alrededores de ese establecimiento.”

4.- De los hechos probados. 

Del material probatorio que se ha relacionado, para la Sala ha resultado demostrado:

· Que los días 20 de marzo de 2000 y 12 de julio de 2000, grupos subversivos incursionaron en el municipio de Alpujarra arremetiendo contra la Estación de Policía y causando al paso daños materiales a los inmuebles de los demandantes ubicados todos ellos en  inmediaciones del Comando.

· Que el ataque del 20 de marzo de 2000 fue sorpresivo, pues solo se tuvo conocimiento del mismo 10 minutos antes de su ocurrencia, pero aun así la Policía pudo repelerlo de manera  eficiente, tal y como se sostiene en la demanda, pues los daños a las instalaciones tanto de la Estación como a los inmuebles aledaños, según los testimonios de los mismos habitantes del lugar, fueron menores. 

· Que por el contrario, las autoridades administrativas y de policía del municipio de Alpujarra, aproximadamente un día o al menos muchas horas antes del ataque perpetrado el 12 de julio de 2000, tuvieron conocimiento acerca de su posible ocurrencia en horas de la noche.

· Que ese conocimiento previo motivó la reunión del Consejo de Seguridad del municipio de Alpujarra, realizada en horas de la tarde del 12 de julio de 2000, con el fin de adoptar medidas para enfrentar la amenaza de ataque consistentes en dar aviso a las autoridades competentes del orden Departamental y Nacional, Ejército y Policía.

· Que como resultado de dicha reunión la Alcaldesa del municipio solicitó, personalmente y por vía telefónica, apoyo al Comando del Ejército y al Comando de Policía de Ibagué. 

· Que aproximadamente a las 9 de la noche del 12 de julio de 2000, efectivamente, tal y como lo sugerían las sospechas de las autoridades y de la comunidad, grupos subversivos llegaron al municipio de Alpujarra, atacaron nuevamente la Estación de Policía con armamento pesado, en su mayoría cilindros bomba, al tiempo que causaron a su paso la destrucción, en unos casos parcial, y en otros total, de los inmuebles de los demandantes. 

· Que durante la segunda incursión guerrillera, pese a las solicitudes de ayuda elevadas por la Alcaldía de Alpujarra, no existió apoyo efectivo del Ejército Nacional, ni refuerzas de la Policía, pues en tanto los miembros activos del primero llegaron alrededor de las 2:00 am cuando el enfrentamiento ya estaba culminando, los segundos arribaron en horas de la mañana del día siguiente, en ambos casos cuando los daños ya se habían consumado. 

5- De la responsabilidad que se atribuye a las demandadas por los perjuicios sufridos por los demandantes con ocasión de las tomas guerrilleras ocurridas los días 20 de marzo y 12 de julio de 2001

Recuerda la Sala que la parte actora solicitó el reconocimiento de los perjuicios causados que se derivaron tanto del primer ataque ocurrido el 20 de marzo de 2000, como del segundo acaecido el 12 de julio del mismo año. 

En efecto, a la luz de los hechos probados, se advierte que son dos los episodios subversivos ocurridos en el municipio Alpujarra - Tolima durante el año 2000, los que ocupan la atención de la Sala y de donde se originan los daños cuya reparación se demanda. 

En cuanto al primero de ellos recuerda la Sala que según se sostuvo en la demanda, el ataque fue perpetrado contra la Estación de Policía de Alpujarra siendo “repelido por la Policía con el apoyo eficaz del Ejército Nacional, operación en la cual, las Fuerzas Amadas dieron de baja a varios guerrilleros y evitaron la destrucción del Comando de Policía y las casas aledañas, a pesar de lo cual se presentaron grandes destrozos y destrucción en la acción armada.” 

Como se observa del aparte transcrito extraído del cuerpo de la demanda, la parte actora no formula ningún cargo de reproche en contra de la gestión de defensa desplegada por las demandadas el 20 de marzo de 2000; por el contrario reconoce que fue a partir del vigoroso respaldo de las fuerzas militares y de policía que se evitó la causación de daños mayores, circunstancia que permite concluir, sin asomo de duda, que en este primer evento no se imputa falla del servicio.

Así pues, y sin que tampoco de oficio se evidencie por la Sala que durante el enfrentamiento armado ocurrido el 20 de marzo de 2000 las entidades demandadas incurrieron en falla del servicio por acción o por omisión, debe convenirse en que el daño que alegan haber sufrido los demandantes por causa de la primera ofensiva, ocurrió en el marco y por causa del conflicto armado interno, razón por la cual la Sala considera que la determinación de la responsabilidad en cabeza de la demandada, respecto de este suceso, habría de realizarse a la luz del daño especial, título que traslada el estudio de la imputación al daño mismo desde la perspectiva de la víctima, para deducir si la no reparación del perjuicio causado llegaría a configurar un atentado directo contra los principios constitucionales de justicia, solidaridad y equidad. 
De todo lo anterior ha de seguirse que  la responsabilidad del Estado en este caso se fundamenta en el deber de acompañamiento a las víctimas del conflicto, quienes posiblemente se vieron sometidas al rompimiento de las cargas públicas que normalmente debían asumir.

En contraste con lo advertido respecto del primer evento, el demandante fue enfático en señalar que los daños derivados de la segunda ofensiva armada ocurrida el 12 de julio de 2000, resultaban imputables a las entidades demandadas a título de falla del servicio, la cual estribó en que a pesar del que el municipio de Alpujarra se encontraba en zona roja, sin explicación alguna las tropas del Ejército fueron retiradas del lugar, así como también por cuanto se tiene debidamente acreditado que era un hecho conocido por parte de la demandada que ese día sobrevendría un nuevo ataque a la población por parte de la subversión, lo que dio lugar a que las autoridades municipales pidieran ayuda a la demandada y que nada se hiciera por anticiparse a los hechos que sobrevinieron.  
Para la Sala efectivamente se encuentra demostrado, con fundamento en los hechos que se dejan indicados como debidamente probados, que respecto del ataque perpetrado el 12 de julio de 2000, se presentó una evidente falla en el servicio que se concretó en varias anormalidades: 

En primer lugar, no encuentra la Sala una razón válida que permita justificar el motivo por el cual para el 12 de julio de 2000, el municipio de Alpujarra no se encontraba bajo la protección constante de las tropas del Ejército Nacional, compañía y salvaguarda que para esa época resultaban mandatorias, no solo porque el referido municipio, según los mismos informes de la Policía de Tolima, se encontraba ubicado en zona roja con permanente  influencia del Comando Conjunto Central de las FARC EP,  a través de los frentes 21 La Gaitana Joselo Lozada, Héroes de Marquetalia y las columnas móviles Jacobo Prias Alape y Jairo Rodríguez, sino porque tres meses antes del suceso, el 20 de marzo de 2000, el municipio de Alpujarra ya había sido víctima de otra toma guerrillera cuya repetición, de conformidad con el contenido de las actas de Instrucción de la Policía que reposan en el plenario (fls. 21-24 c2), resultaba absolutamente previsible, debido a la interceptación de información que daba cuenta de su futura ocurrencia y a las voces y rumores de amenaza que reiteradamente rondaban por la zona.

En segundo término, la Sala evidencia la desatención que le merecieron a los mandos policiales y del Ejército de ese entonces las informaciones oportunas acerca de las fundadas sospechas sobre la posible incursión guerrillera que planeaba realizar las FARC la noche del 12 de julio de 2000 al municipio de Alpujarra y, a la solicitud de ayuda elevada por la Alcaldía con anterioridad al ataque. 

No puede perderse de vista que antes del enfrentamiento, las autoridades administrativas y de policía del municipio de Alpujarra tuvieron conocimiento acerca de los planes de los subversivos de atacar nuevamente a esa municipalidad, al punto que ello motivó la reunión de un Consejo de Seguridad para adoptar medidas en relación con la inminencia del atentado. Una de esas medidas consistió en solicitar ayuda inmediata por parte de la Alcaldesa a los Comandos del Ejército y de la Policía de  Ibagué. Sin embargo, a pesar de mediar solicitudes en ese sentido, las amenazas de la segunda afrenta se materializaron a las 9:00 pm del 12 de julio de 2000, sin que el Ejército Nacional o los refuerzos de la Policía concurrieran a prestar el servicio de defensa de la población, ni apoyo a sus compañeros, pues quedó acreditado que si bien el Ejército arribó al municipio a las 2:00 am, ya para ese entonces el ataque se había materializado. A su turno, los refuerzos de la Policía hicieron su aparición al día siguiente, momento más que tardío para prestar su asistencia.

Es cierto que durante las primeras horas del ataque, la zona fue circundada por las Aeronaves de la Fuerza Aérea. Sin embargo, además sobrevolar el sector, se desconoce cuál fue la estrategia de apoyo por parte de ese grupo, a lo cual debe agregarse que el soporte en tierra que se requería por parte del Ejército y de la Policía para repeler la ofensiva llegó cuando ya el destrozo estaba materializado. 

Era un contrasentido asumir que los 25 Agentes que formaban la Unidad Policial de Alpujarra para el momento de la toma, bastarían para repeler una arremetida a manos de más de 200 hombres de las FARC, quienes, además de multiplicarlos en número, los superaban en armamento, cuestión que también resultaba plenamente previsible en la medida en que meses antes del suceso se había reportado un hurto de cilindros de gas por miembros del mismo grupo subversivo. Esta última circunstancia permitía válidamente sospechar que los agresores se valdrían de estos instrumentos para causar mayores destrozos, como en efecto lo hicieron, ya que fue gracias a los cilindros que se produjeron las explosiones que derribaron en su mayoría las edificaciones aledañas a la Estación de Policía. 

Conforme lo expuesto, saltan a la vista las precarias condiciones en que se encontraba el personal de policía que se enfrentaría al eventual ataque que de suyo se traducía en una ausencia razonable de capacidad de respuesta y, por sobre todo, se evidencia la omisión de apoyo a los policiales combatientes durante el período en que duró el enfrentamiento sostenido el 12 de julio de 2000 en el municipio de Alpujarra, lo cual revela el desinterés asumido por los mandos policiales y militares en el cumplimiento de su compromiso y obligación de proteger la vida y bienes de la población.

Ahora, frente al hecho de un tercero, propuesto como eximente de responsabilidad por las entidades demandadas, ha de decir la Sala, como consecuencia de todo lo anteriormente expresado, que no aparece configurada en este caso por cuanto la declaratoria de responsabilidad que recae en la Nación – Ministerio de Defensa- Ejército Nacional y Policía Nacional no parte de la determinación del causante del daño, -fuerzas estatales o miembros de los grupos alzados en armas-, sino que proviene del imperativo de protección de la víctima en aplicación de los principios de justicia y equidad
.

En este orden concluye la Sala que respecto del ataque del 12 de julio de 2000, se configuró, ciertamente, una falla del servicio radicada en cabeza de la Nación – Ministerio de Defensa- Ejército Nacional y Policía Nacional.

Dicho lo anterior, corresponde ahora a la Sala descender en el estudio del daño que se predica haber sufrido los demandantes por causa de los enfrentamientos, con miras a establecer la correspondiente indemnización de perjuicios.  

Como viene de explicarse, en el asunto que se somete a consideración de la Sala acaecieron dos ataques guerrilleros dirigidos hacia el mismo sector de la población de Alpujarra, esto es, el aledaño a la Estación de Policía, y cuya ocurrencia tuvo una distancia temporal de aproximadamente de tres meses y medio.

Sin embargo, en este punto la Sala afronta una dificultad probatoria en cuanto no resulta posible diferenciar materialmente los daños acaecidos en el atentado del 20 de marzo de 2000 de aquéllos causados posteriormente durante el enfrentamiento del 12 de julio del mismo año. 

Al respecto, vale advertirse que aun cuando a partir de las certificaciones expedidas por la Alcaldía Municipal de Alpujarra, la Personería y el Comando de Policía de ese municipio se tiene que en efecto, a raíz del ataque perpetrado el 20 de marzo de 2000, los inmuebles de los demandantes resultaron afectados, lo cierto es que se desconoce
, por completo el grado de afectación o deterioro de los mismos, pues no existe prueba indicativa de esa circunstancia, esto es, de la dimensión del menoscabo
. A lo anterior debe agregarse que, de conformidad con el acervo probatorio, se tiene establecido que en el segundo ataque se causaron daños incluso mayores que los producidos durante el combate inicial y que igualmente recayeron sobre los mismos inmuebles de los ahora demandante.

Así pues, teniendo de presente este escenario, esto es que a consecuencia tanto del primer ataque como del segundo se afectaron los mismos inmuebles, solo que en el enfrentamiento del 12 de julio de 2000 en mayor magnitud, para la Sala resulta necesario anotar que no se conoce -porque no está acreditado-, si para la fecha en que se produjo la segunda ofensiva, ya los demandantes habían incurrido en gastos de reparación de sus inmuebles, o si por el contrario, por ser daños menores los producidos durante el ataque de marzo,  permanecieron con esos daños menores hasta la segunda afrenta, fecha para cuando ya el desastre se produjo en una escala sin duda mayor, al punto que causó destrucción parcial en unos casos y total en otros, como se examinará mas adelante.

Dicho en otras palabras, se ignora si para la segunda toma ya los demandantes habían incurrido en gastos de reparación que se vinieron al piso con el segundo ataque, o, sí con el segundo ataque se terminaron de destruir las edificaciones respecto del estado en que quedaron a consecuencia del primer enfrentamiento, subsumiendo del alguna manera en el segundo evento las secuelas materiales del primero.

Tal cual ocurre respecto del inmueble donde funcionaba la Caja Agraria, propiedad de una de las demandantes, Ermelina Caviedes de Ferreira, pues si bien en el informe de avalúo de daños rendido de Departamento Administrativo de Infraestructura Social y Urbana indicó que éstos, originados por el enfrentamiento del 20 de marzo de 2000, ascendían a $11’561.000, la verdad es que la Sala ignora si antes del segundo atentando en el que sufrió daños más serios, ya se habían realizados las labores de reconstrucción. 

Tampoco se conoce si en el caso de los inmuebles de los demandantes, destinados algunos de ellos a actividades comerciales, los daños sufridos durante el ataque del 20 de marzo de 2000, efectivamente afectaron su explotación económica, pues, según algunos testimonios la afectación material producida durante el primer atentado no alteró las condiciones de uso y habitabilidad de los inmuebles.

Así las cosas, y ante la imposibilidad de diferenciar la magnitud de los perjuicios derivados de uno y otro ataque pero ante la certeza de su ocurrencia, la Sala procederá a declarar la responsabilidad solidaria de las demandadas Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional y Policía Nacional por los daños causados como consecuencia de los ataques guerrilleros perpetradas en contra del municipio de Alpujarra los días 20 de marzo de 2000 y 12 de julio del mismo año, y para efectos de la indemnización que con ocasión de dicha declaratoria se ordene se tendrán en cuenta los perjuicios efectivamente probados en el expediente, como a continuación se expone.  

6.- Indemnización de perjuicios. 

6.1. Daño emergente consistente en los gastos de reconstrucción de los inmuebles afectados.

Los demandantes, al unísono, solicitan el reconocimiento de las sumas en que debieron incurrir para reconstruir sus inmuebles luego de que quedaran destruidos como consecuencia de las tomas guerrilleras que tuvieron lugar el 20 de marzo de 2000 y el 2 de julio de 2000, en el municipio de Alpujarra. 

Como soporte de su petición allegaron documentos acreditativos, en unos casos, de la propiedad y, en otros, de la posesión de los inmuebles afectados y así mismo solicitaron la práctica de un dictamen pericial a cargo de dos peritos ingenieros civiles con el fin de determinar el costo real de la reparación de sus inmuebles. 

Como consecuencia de lo anterior, el Tribunal de primera instancia ordenó la práctica del dictamen pericial solicitado a cargo de los peritos ingenieros civiles Carlos Bastidas Alba y Jairo Luis Ahumada Camacho, quienes, con el propósito de rendir la experticia se trasladaron al lugar de los hechos, inspeccionaron los inmuebles destruidos, tomaron la longitud de separación entre los inmuebles afectados y el cuartel de policía y realizaron un levantamiento planimétrico del lugar: 

De igual forma, como metodología de su elaboración en el dictamen se consignó (fl. 62-63 cuaderno del dictamen): 

“La identificación del predio se realizó con base en la nomenclatura existente y determinada por planeación municipal (…) para la evaluación de las áreas en los predios afectados se tomaron medidas directas (percepción directa) sobre los escombros o inmuebles que aún permanecen afectados o que se encuentran en proceso de reparación. Los predios restantes que en la actualidad ya están totalmente reconstruidos fueron valorados teniendo en cuenta la declaración de los dueños y personas ajenas que en el momento de la visita declararon haber conocido y de quienes consideramos fuentes confiables e idóneas para dar estimativos de los inmuebles tales, como número de piezas, tipo de construcción (materiales), baño, cocina, pisos, cubierta, los cual nos dio idea para calcular y conceptuar el área afectada. (…) Procedimos a tasar los perjuicios materiales de los inmuebles afectados en la toma guerrillera, para la época en que sucedieron los hechos (12 de julio de 2000). (…).

En nuestro caso para el avalúo de los daños causados, se acogieron como medular los precios de construcción por metro cuadrado existentes en la región para la época, los fijados por la Secretaría de Infraestructura Departamentales y los de camacol, teniendo en cuenta, si la afectación fue total, se impone demoler lo existente y construir nuevamente si el daño es parcial se debe utilizar parte de los existente no afectado como cimentación, muros cubierta.(…).

Nuestro método de valorización es el definido por el Agustín Codazzi en la resolución No. 0762 de octubre 23 de 1998 ‘es el que busca establecer el valor comercial del bien objeto del avalúo para construir a precios de hoy, un bien semejante al del objeto de avalúo’”.

Para la Sala, la experticia practicada por los auxiliares de la justicia Ingenieros civiles cuenta con mérito probatorio para ser apreciada por esta instancia, por cuanto la metodología empleada para su elaboración fue pertinente y ajustada, en cuanto tuvieron conocimiento directo del estado de afectación de los inmuebles a través de su traslado y examen el lugar de los hechos y, si bien, no se tuvo en cuenta la estratificación de las edificaciones, como lo informaron en la aclaración de la experticia, lo cierto es que dicha circunstancia resulta irrelevante en consideración a que lo que persigue no es establecer el valor de la compra o venta de los respectivos inmuebles para cuyo evento si sería necesario dicho dato, sino el valor de la reconstrucción del inmueble, el cual bien puede determinarse, como en efecto se hizo, a partir de los precios unitarios para la construcción de obras civiles establecidos por la Secretaria de Transporte del Tolima mediante resolución No. 032 del 10 de julio de 1998, aplicados al porcentaje de destrucción estimado por los profesionales de la Ingeniería. 

Así pues, la Sala acogerá los valores de reconstrucción de los inmuebles que arrojó el dictamen y a la luz de las pruebas acreditativas de la propiedad y/o posesión
 de los bienes, se realizaran los siguientes reconocimientos: 

1). ERMELINA CAVIEDES DE FERREIRA.

a). Una casa mejora: 

Identificada con la ficha catastral No. 01-00-00-0017-000-01-M, según la certificación expedida por la Tesorería Municipal de Alpujarra, adquirida por Ermelina Caviedes de Ferreira, a título de compraventa, mediante escritura Pública No. 320 del 1 de septiembre de 1988. (fls. 43-48 c1).

Para la época de los hechos, en dicho inmueble funcionaba la Caja de Crédito Agraria, en virtud del contrato de arrendamiento celebrado con su propietaria Ermelina Caviedes de Ferreira que reposa en el expediente y según se desprende del acta de inspección judicial practicada en el lugar luego del 12 de julio de 2000 (fls.31-39 c1). 

De conformidad con el dictamen pericial, el grado de afectación del inmueble  con ocasión de la toma guerrillera del 12 de julio de 2000 fue del 100%, pues el área total destruida fue de 380 m2 y el valor de su reconstrucción asciende a $152’000.000.

Esta suma será actualizada teniendo como índice inicial el de la fecha en que ocurrió la destrucción del inmueble y el final el correspondiente  a la fecha en que se dicta la presente sentencia así: 

                       Ind. final (118,91) (enero/2015)

RA =  $152’000.000 
   -------------------------------------------

          
                       Ind. inicial (60,96) (julio/2000)

RA= $296’494.750.

b). Casa de habitación. Identificada con la ficha catastral No. 010000080005001, según lo certificó la Alcaldía de Alpujarra (fl. 40 c1). Dicho inmueble fue adquirido, a título de compraventa, por la señora ERMELINA CAVIEDES DE FERREIRA mediante escritura pública No. 233 del 24 de octubre de 1960 (fls. 51-55 c1).

Teniendo en cuenta lo determinado en el dictamen pericial, el valor de su reconstrucción asciende a $50’000.000, en cuanto la destrucción de su área de 125 m2 fue total.

La correspondiente actualización es la siguiente: 

                       Ind. final (118,91) (enero/2015)

 RA =  $50’000.000 
   -------------------------------------------

          
                       Ind. inicial (60,96) (julio/2000)

RA= $97’531.167.

Total: $394’025.917.

2-. JOSE EDGAR PERDOMO PERALTA.

a). Una casa de habitación en cuyo interior funcionaba un negocio de expendio de granos.

Reposan en los plenario recibos de pago de servicios domiciliarios como agua, luz y teléfono cancelados por Edgar Perdomo durante los años 1999 y 2000 respecto del inmueble ubicado en calla 3 entre carreras 6 y 7 de Alpujarra. Certificaciones suscritas por el Comando de Policía y la Personería Municipal de Alpujarra que dan cuenta de la afectación de la vivienda del señor José Edgar Perdomo Peralta. 

De igual forma, militan varios testimonios
 que son contestes al señalar la vivienda referida era del señor José Edgar Perdomo, quien además la explotaba económicamente, pues en su interior funcionaba un granero.  

Al tenor del dictamen pericial, se tiene que la casa del señor José Edgar Perdomo Peralta, a consecuencia del atentado del 12 de julio de 2000 sufrió un deterioro del 61.90% de su área total y, por tanto, el valor de su reparación fue calculado en $52’000.000. 

La correspondiente actualización es la siguiente: 

                       Ind. final (118,91) (enero/2015)

 RA =  $52’000.000 
   -------------------------------------------

          
                       Ind. inicial (60,96) (julio/2000)

RA= $101’432.414

3.- MANUEL ANTONIO PENAGOS EN NOMBRE PROPIO Y COMO HEREDERO DE SU HERMANO ERNESTO PENAGOS.

En el caso del demandante Manuel Penagos la Sala recuerda que la demanda se promovió en su nombre por cuanto su inmueble fue afectado en la toma guerrillera, y, además, en nombre de la sucesión de su hermano Ernesto Penagos Peña, cuya casa de habitación también fue semidestruida en los atentados perpetrados en el 2000. 

Está demostrado en el plenario que el señor Ernesto Penagos falleció el 12 de junio de 2001 (fls. 69 c1) y que en vida era propietario del inmueble identificado con ficha catastral 01-00-009-0003-01 M, pero cedió los derechos de las mejoras sobre la misma al señor Francisco Antonio Yepes Perdomo (fls. 75-81 c1).

Ahora bien aun cuando en el plenario está acreditado que el inmueble del demandante Manuel Penagos, identificado con el folio de matrícula inmobiliaria No. 3680038446 (fl. 73 c1) fue afectado con el atentado, lo cierto es que en el dictamen no se establece con precisión en qué porcentaje y a qué valor asciende su reconstrucción, pues al parecer la experticia unió en un solo concepto (casa lote No. 15 y casa lote No. 16) el valor correspondiente al inmueble del demandante Manuel Penagos con aquél que en vida perteneció al señor Ernesto Penagos, para cuya sucesión también se reclama el reconocimiento de perjuicios. 

Sin embargo aunque en el proceso se encuentra acreditado el parentesco existente entre Manuel Penagos y el difunto Ernesto Penagos, lo cierto es que se desconoce la suerte del proceso de sucesión que debió promoverse con ocasión del fallecimiento del último, razón por la cual no es posible reconocer en esta causa los derechos que sobre la masa sucesoral de Ernesto Penagos reclama su hermano Manuel en su favor, por cuanto se desconoce si existen otras personas con vocación sucesoral del bien que en vida perteneció a Ernesto Penagos. 

Como tampoco se conoce la proporción que en cuanto al valor de la reconstrucción del bien inmueble debió corresponder a aquélla porción del lote de propiedad del demandante Manuel Penagos, resulta necesario en este punto acudir a la condena en abstracto para que a través del respectivo incidente se determine el valor que debió asumir el señor Manuel Penagos por la reconstrucción de su inmueble y qué proporción corresponde a aquél inmueble que en vida perteneció al señor Ernesto Penagos, pues en este último caso la condena será pagada a favor de la sucesión de este último.

4.- MANUEL PENAGOS Y GLADYS M. PENAGOS (COMO HEREDEROS DE SU CONYUGE Y MADRE ERMELINA YESPES PERDOMO).

Igual situación ocurre en el caso de la demandante Gladys Mercedes Penagos Yepes, quien junto con su padre, Manuel Penagos Peña, promovieron la presente demanda en nombre y representación de la sucesión de su esposa y madre, Ermelina Yepes Perdomo, quien, en vida, era la propietaria del inmueble identificado con el folio de matrícula inmobiliaria No. 3680038445 y ficha catastral No. 010000090009001 (fls. 95-100 c1), el cual, según el dictamen resultó afectado en su totalidad con la toma guerrillera del 12 de julio de 2000 y el costo de su reconstrucción (casa lote No. 17) asciende a $203’500.000.

No obstante, al desconocer el resultado del proceso de sucesión de la señora Ermelina Yepes Perdomo, fallecida el 15 de enero de 1983, la Sala condenará en favor de su sucesión, pues se desconoce a ciencia cierta quienes heredaron sus bienes. 

La correspondiente actualización es la siguiente: 

                       Ind. final (118,91) (enero/2015)

 RA =  $203’500.000 
   -------------------------------------------

          
                       Ind. inicial (60,96) (julio/2000)

RA= $396’951.853

5.- JUAN FRANCISCO PEÑUELA.

a).- Casa de habitación.

Identificada con matricula inmobiliaria No. 380023335 (fl. 101 c1), adquirida a título de compraventa por el señor Juan Francisco Peñuela mediante escritura pública No. 648 del 16 de marzo de 1991 (fls. 108-110 c1).

De conformidad con el dictamen pericial, la afectación del referido inmueble fue del 80% (casa lote No. 7),  razón por la cual el costo de su reconstrucción se estimó en $108’000.000.

La correspondiente actualización es la siguiente: 

                       Ind. final (118,91) (enero/2015)

 RA =  $108’000.000 
   -------------------------------------------

          
                       Ind. inicial (60,96) (julio/2000)

RA= $210’667.322

De otro lado aun cuando se solicita el costo de reconstrucción de un local comercial de propiedad de este demandante, en el expediente no reposa evidencia acreditativa de su existencia, o de la actividad comercial desplegada en el interior de su casa de habitación razón no se hará ningún tipo de reconocimiento por esta índole. 

5.- MARCOS GUILLERMO FERREIRA FIGUEROA.

a). Casa de habitación.

Distinguida con la cédula catastral No. 01-00-0008-0004 01 M, adquirida por el señor Marcos Guillermo Ferreira Figueroa, a título de compraventa, mediante contrato celebrado el 13 de abril de 1987 (fls. 116-128 c1).

De acuerdo a lo conceptuado en el dictamen pericial, este inmueble sufrió una afectación del 100% y el valor de su reconstrucción asciende a $112’000.000. 

La correspondiente actualización es la siguiente: 

                       Ind. final (118,91) (enero/2015)

 RA =  $112’000.000 
   -------------------------------------------

          
                       Ind. inicial (60,96) (julio/2000)

RA= $218’469.816.

6.- ALFONSO CAÑON MARTINEZ

 a).- Casa de habitación.

Según las certificaciones del comando de la Estación de Policía la vivienda del señor Alfonso Cañón Martínez fue destruido a raíz de los atentados del 20 de marzo y 12 de julio de 2000. Así también reposan varios testimonios
 que son coincidentes en señalar que el señor Cañón Martínez ostentaba la posesión de la vivienda afectada. (fl. 131-138 c1). 

Al tenor de la prueba pericial, el porcentaje de destrucción de este inmueble fue del 50% y el costo de su reconstrucción correspondió a $36’000.000. 

La correspondiente actualización es la siguiente: 

                       Ind. final (118,91) (enero/2015)

 RA =  $36’000.000 
   -------------------------------------------

          
                       Ind. inicial (60,96) (julio/2000)

RA= $70’222.440

7.- ESTEBAN HERNANDEZ TRUJILLO.

a). Una casa de habitación.

Identificada con la matrícula inmobiliaria No. 3680018786, adquirida por Estaban Hernández Trujillo, a título de compraventa, mediante escritura pública No. 307 del 28 de noviembre de 1963 (fls. 143 – 151-155 c1).

Según el dictamen el valor de la destrucción de este bien ascendió a $66’680.000, por cuanto su destrucción fue total.

La correspondiente actualización es la siguiente: 

                       Ind. final (118,91) (enero/2015)

 RA =  $66’680.000 
   -------------------------------------------

          
                       Ind. inicial (60,96) (julio/2000)

RA= $130’067.565

b). Casa de habitación.

Fue adquirida por el señor Esteban Hernández Trujillo a través de escritura púbica de compraventa N0.300 del 2 de noviembre de 1979 (fls.  144-150 c1). 

El porcentaje en que fue deteriorada por la toma guerrillera se calculó en el 14.28% y el costo de su reparación se tasó en la suma de $12’000.000. 

La correspondiente actualización es la siguiente: 

                       Ind. final (118,91) (enero/2015)

 RA =  $12’000.000 
   -------------------------------------------

          
                       Ind. inicial (60,96) (julio/2000)

RA= $23’407.480

Total: $153’475.045

8.- IDELFONSA GÓMEZ DE GARCIA. 

a).- Casa de habitación.

En atención a las certificaciones del Comando de la Estación de Policía y de la Alcaldía de Alpujarra la vivienda de la señora Idelfonsa  Alfonso Cañón Martínez fue destruida a raíz de los atentados del 20 de marzo y 12 de julio de 2000. De igual forma, varias declaraciones testimoniales
  son uniformes en sostener que la señora Idelfonsa Gómez ostentaba la posesión de la vivienda afectada. También obran recibos de pago de servicios públicos y de impuesto predial realizados por la mencionada señora respecto del inmueble afectado (fl. 162-165 c1). 

Así pues, de acuerdo a la prueba pericial, el porcentaje de destrucción de este inmueble fue del 100% y el costo de su reconstrucción correspondió a $50’000.000. 

La correspondiente actualización es la siguiente: 

                       Ind. final (118,91) (enero/2015)

 RA =  $50’000.000 
   -------------------------------------------

          
                       Ind. inicial (60,96) (julio/2000)

RA= $97’531.167

9.- JOSE DE JESUS SANCHEZ GUALTERO.

a).- Casa de habitación.

Identificada con matricula inmobiliaria No. 3680038543 (fl. 181 c1), adquirida, a título de compraventa, por el señor  José Jesús Sánchez Gualtero mediante escritura pública No. 173 del 23 de octubre de 1971 (fls. 185.187c1).

Siguiendo el dictamen pericial, la afectación del referido inmueble fue del 100% (casa lote No. 4),  razón por la cual el costo de su reconstrucción se estimó en $80’000.000.

La correspondiente actualización es la siguiente: 

                       Ind. final (118,91) (enero/2015)

 RA =  $80’000.000 
   -------------------------------------------

          
                       Ind. inicial (60,96) (julio/2000)

RA= $156’049.868

10.- OBEL GONZALEZ ROMERO. 

a).- Una casa de habitación en donde funciona también un taller de carpintearía. 

Según las certificaciones del comando de la Estación de Policía y de la Alcaldía de Alpujarra, la vivienda del señor Obel González Romero fue seriamente afectada con el ataque del 12 de julio de 2000. También obran recibos de pago de servicios públicos e impuesto predial cancelados por el demandante. De Igual forma militan declaraciones testimoniales
 que afirman que el señor Obel González vivía y era el propietario de la vivienda en donde además tenía un taller de carpintería, cuya maquinaria y materiales también fueron afectados con el ataque (fls. 191-201 c1).

En atención al dictamen pericial, el porcentaje de destrucción de este inmueble fue del 40% y el costo de su reconstrucción correspondió a $48’000.000. 

La correspondiente actualización es la siguiente: 

                       Ind. final (118,91) (enero/2015)

 RA =  $48’000.000 
   -------------------------------------------

          
                       Ind. inicial (60,96) (julio/2000)

RA= $93’629.921

11.- PRIMITIVO CARDOZO TRUJILLO. 

a).- Casa de habitación.

Adquirida por el señor Primitivo Cardozo Trujillo mediante contrato de compraventa celebrado el 24 de julio de 1987, identificada con ficha catastral No. 0100000080015001-001(fls. 203-207 c1) 

En atención a la experticia se tiene que este inmueble sufrió una afectación equivalente al 100% (cas lote No. 1), y su costo de reparación fue de $84’600.000.

La correspondiente actualización es la siguiente: 

                       Ind. final (118,91) (enero/2015)

 RA =  $84’600.000 
   -------------------------------------------

          
                       Ind. inicial (60,96) (julio/2000)

RA= $165’022.736

12.- HERMINDA TRUJILLO DE CARDOZO.

Se solicita en la demanda el reconocimiento del valor de la reconstrucción del inmueble identificado con matricula inmobiliaria No. 3680020410, supuestamente, propiedad de la señora Herminda Trujillo de Cardozo.

No obstante, reposa en el expediente la matrícula inmobiliaria del referido inmueble de cuyo contenido se desprende que el mismo es de propiedad del señor Eleazar Cardozo, por adjudicación que del bien se le realizó en juicio de sucesión del 22 de agosto de 1989 (fl.210 c1). Lo anterior se reafirma con el certificado de paz y salvo municipal expedido por la Tesorería de Alpujarra en donde consta que el propietario del inmueble es Eleazar Cardozo Peña (fl. 212 c1).

En consonancia con lo anterior reposan en el expediente la Escritura Pública No. 531 del 2 de diciembre de 1989 por la cual se protocolizó el juicio de sucesión de José de Jesús Trujillo y Herminda Gómez de Trujillo y la decisión proferida por el Juzgado Promiscuo Municipal de Alpujarra el 24 de julio de 1989, por la cual se aprobó el trabajo de adjudicación de los bienes de la sucesión intestada de José de Jesús Trujillo y Herminda Gómez de Trujillo y, en esa misma providencia, se tuvo al señor Eleazar Cardozo como cesionario de los derechos herenciales de la única Heredera Herminda Trujillo de Cardozo (fls. 215-218 c1). 

Así pues, está demostrado que el bien destruido es de propiedad del señor Eleazar Cardozo, quien no compareció al proceso, y tampoco existen evidencias de que haya fallecido y que lo haya sucedido en sus bienes la señora Herminda Trujillo de Cardozo o el hijo de los dos, Primitivo Cardozo Trujillo. 

En consecuencia, por las razones expuestas la Sala se abstendrá de emitir reconocimiento alguno por la destrucción o deterioro del inmueble identificado con el folio de matrícula inmobiliario número 3680020410, por cuanto no se demostró que el mismo fuera de propiedad de quien reclama el valor de su reconstrucción. 

13.- JOSE ALIRIO URREA PERALTA. 

a).- Casa de habitación.

Adquirida por el señor José Alirio Urrea Peralta mediante escritura pública de 2 de noviembre de 1977 e identificada con ficha catastral No. 010000080001001-001, afectada por la toma guerrillera del 12 de julio de 2000 (fl. 219-232 c1). 

Según el dictamen, su destrucción a raíz de esos hechos fue del 100% y el costo de su reparación fue de $23’000.000. 

La correspondiente actualización es la siguiente: 

                       Ind. final (118,91) (enero/2015)

 RA =  $23’000.000 
   -------------------------------------------

          
                       Ind. inicial (60,96) (julio/2000)

RA= $44’864.337

6.2. Daño emergente consistente en la pérdida de bienes muebles y enseres.

Otros de los perjuicios objeto de solicitud fue el valor de los muebles y enseres perdidos por los demandantes a consecuencia de la arremetida subversiva de que fueron víctimas el 20 de marzo y el 12 de julio de 2000.

En efecto, observa la Sala que si bien en la demanda se peticionó que el dictamen pericial solicitado conceptuara acerca del valor de estas pérdidas, la experticia guardó silencio frente a su cuantía, no obstante señalar que: “No tuvimos en cuenta en nuestro avalúo el equipamiento de una casa requiera para poder ser habitada pues no existe constancia de dicho equipamiento, pero la realidad y la lógica es que deberían ser tenidos en cuenta.”

Siguiendo ese orden debe señalarse que la gran mayoría de testigos fueron coincidentes al indicar que todas las viviendas afectadas, al momento del ataque del 12 de julio de 2000, contaban con los muebles (muebles de alcoba, sala, comedor) y electrodomésticos (nevera, estufa, televisor), suficientes para vivir en condiciones dignas, los cuales fueron destruidos a raíz del enfrentamiento.  

De conformidad con todo lo anterior, la Sala estima que la pérdida de los bienes muebles y enseres, sin duda obedeció a la ofensiva guerrillera que con sus cilindros de gas causaron serios destrozos también al interior de las viviendas. 

Ahora, resulta cierto que no existe una prueba concreta y directa con la cual se cuantifique el daño ocasionado; no obstante exigir una prueba de esa naturaleza a estas alturas resultaría un tanto absurdo, lo que a su vez tornaría inocuo en este punto considerar una condena in genere, pues es poco o nada probable que las personas conserven las facturas de compra de los muebles y enseres adquiridos hace más de 15 años. 

En estas condiciones y como quiera que no obran en el expediente más elementos probatorios que puedan ser valorados con miras a establecer, con fundamento en criterios técnicos, estadísticos y apoyándose en información objetiva y contrastada, la cuantía del daño que por concepto de la pérdida de los bienes muebles, y enseres le fue irrogado a los demandantes, la Sala acudirá al criterio de la equidad
 como principio que el ordenamiento jurídico ─artículo 16 de la Ley 446 de 1998
─ impone tener en cuenta para efectos de reparar de forma integral el daño causado por el ataque guerrillero de que fueron víctimas, a cuyo auxilio debe acudirse, además, por virtud del denominado principio pro damnato, propio del derecho de daños.

Por las razones expuestas y teniendo en cuenta que se encuentra acreditada la pérdida de los muebles y enseres que poseían los demandantes para la época de la toma guerrillero, la Sala reconocerá a favor de los demandantes ERMELINA CAVIEDES DE FERREIRIRA, JOSE EDGAR PERDOMO PERALTA, MANUEL ANTONIO PENAGOS PEÑA, JUAN FRANCISCO PEÑUELA LOPEZ, MARCOS GUILLERMO FERREIRA FIGUEROA, ALFONSO CAÑON MARTINEZ, ESTEBAN HERNANDEZ TRUJILLO, IDELFONSA GOMEZ DE GARCÍA; JOSE DE JESUS SANCHEZ GUALTERO, OBEL GONZALEZ ROMERO, PRIMITIVO CARDOZO TRUJILLO y JOSE ALIRIO PERALTA y a favor de la masa sucesoral de ERNESTO PENAGOS y HERMELINA YEPES DE PENAGOS, la suma equivalente a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada uno de ellos.

6.3. Daño emergente consiste en gastos de vivienda mientras duraban las labores de reparación de los inmuebles afectados. 

Todos los demandantes solicitaron el reconocimiento de los pagos de cánones de arrendamiento que debieron asumir, pues según se afirma, debieron trasladarse a otras cosas a raíz de la destrucción de sus viviendas por causa de los atentados guerrilleros  del 20 de marzo y 12 de julio de 2000.

Sin embargo, observa la Sala que sólo cuatro de los demandantes apoyaron probatoriamente su solicitud allegando al expediente los contratos de arrendamiento de vivienda sobre casa o habitaciones, celebrados días después del referido ataque. 

Tal es el caso de los demandantes Ermelina Caviedes de Ferreira y Marco Guillermo Ferreira Figueroa, quienes, en calidad de arrendatarios, el 29 de marzo de 2000 celebraron contrato de arrendamiento con el señor Manuel Cantillo sobre una casa de vivienda urbana, cuyo valor del canon mensual se pactó en la suma de $150.000 (fl. 118-119 c1).

Igual ocurrió en el caso del demandante Edgar Perdomo Peralta quien el día 13 de agosto de 2000, tomó en arrendamiento una habitación por valor mensual de $20.000 (fl. 61 c1).

Similar evento se presenta respecto del demandante José Alirio  Urrea Peralta, quien el 13 de agosto del 2000, suscribió en calidad de arrendatario, un contrato de arrendamiento sobre una casa de habitación de vivienda urbana por valor de $40.000 (fl. 232 c1).

Sin embargo, aun cuando se conoce el precio de los contratos se ignora cuanto se prolongó el período de reparación de sus viviendas y, con ello, hasta cuando se extendió el plazo de dichos negocios jurídicos, razón por la cual y ante la imposibilidad que se presenta en esta oportunidad para tasar el monto real del daño deprecado, la Sala acudirá a la condena en abstracto para que a través del respectivo incidente se determine la suma real que debieron asumir los demandantes Ermelina Caviedes de Ferreira, Marco Guillermo Ferreira Figueroa, Edgar Perdomo Peralta y José Alirio Urrea Peralta consistente en el pago de los cánones de arrendamiento, tomando como base para su cálculo el valor de los contratos que reposan en el plenario hasta el tiempo en que regresaron a sus casas de habitación tras culminar las labores de reconstrucción. 

De otro lado, este rubro será negado respecto de los demás demandantes por cuanto no acreditaron en debida forma que debieron incurrir en gastos de arrendamiento para su vivienda por causa de la afectación de sus inmuebles de habitación. 

6.4. Del lucro cesante consistente en la pérdida de utilidad de los demandantes que desarrollaban actividades comerciales en los inmuebles afectados y daño emergente por la pérdida de materiales de trabajo. 

Los demandantes solicitaron que se reconociera el lucro cesante en favor de aquellos que explotaban económicamente sus inmuebles, ora a través de contratos de arrendamiento, bien por medio de negocios instalados al interior de sus viviendas, actividades que se vieron suspendidas por cuenta de la destrucción de sus inmuebles. 

En efecto, se encuentra demostrado en el proceso que la señora Ermelina Caviedes de Ferreira había entregado uno de los inmuebles de su propiedad, específicamente el identificado con la ficha catastral No. 01-00-00-0017-000-01-M, a título de arrendamiento a la CAJA DE CREDITO AGRARIO. Prueba de ello son los contratos que reposan a folios 31-36 del cuaderno uno. También reposa un acta de inspección judicial llevada a cabo sobre el referido inmueble el 27 de julio de 2000, en donde consta que a la fecha del ataque funcionaba en dicho inmueble la Caja Agraria pero que el mismo se encontraba en condiciones inutilizables.  

Sin embargo, no es del todo claro para la Sala si por ese suceso el contrato de arrendamiento se terminó o se suspendió, o, si por el contrario, el ente público arrendatario continuó detentando la posesión del inmueble mientras se adelantaban las labores de reparación. Esta incertidumbre  se fundamenta en el hecho de que en el plenario reposa un recibo de pago realizado por la CAJA AGRARIA en favor de la señora ERMELINA CAVIEDES DE FERREIRA por concepto de pago de canon de arrendamiento de local, correspondiente al mes de diciembre de 2000 (fl. 39 c1), es decir, meses después del atentado del 12 de julio de 2000, por valor de $634.942 lo que llevaría válidamente a concluir que en realidad los frutos civiles que se derivaban de la explotación del referido inmueble en ningún momento dejaron de percibirse por la propietaria a pesar de la afectación material del inmueble, pues se evidencia que la entidad pública arrendataria continuó detentado la tenencia del inmueble y cumpliendo su obligación de pago contraída al suscribir el contrato de arrendamiento, razón por la cual no se reconocerá el lucro cesante pretendido por la demandante Ermelina Caviedes de Ferreira. 

De otro lado, a través de la prueba testimonial se encuentra acreditado que los demandantes José Edgar Perdomo y Obel González Romero habían destinado una parte de sus inmuebles, en el primer caso, para la instalación de un negocio de expendio de granos, y, en el segundo, como taller de carpintería, y que ambos resultaron destruidos con ocasión de la toma guerrillera del 12 de julio de 2000.

También se demostró que, en el caso del taller carpintería se  perdieron los implementos de trabajo con que desarrollaban su actividad. Así, según lo certificó la Alcaldía de Alpujarra, se destruyó una planeadora, un sinfín metálico, una sierra circular, torno metálico, entre otras herramientas (fl. 194 c1).   

En este sentido, vale anotar que aun cuando dentro de la demanda se solicitó que el dictamen pericial se hiciera extensivo al cálculo de este tipo de perjuicios, lo cierto es que la experticia no se pronunció al respecto. Frente a esta omisión, pero ante la certeza de la causación de un lucro cesante para los dos demandantes en mención, para la Sala no queda otro camino que acudir a la condena en abstracto, con el propósito de que a través del respectivo incidente de liquidación de perjuicios a cargo de peritos contadores y con base en los soportes contables que para el efecto deberán exhibir los señores José Edgar Perdomo y Obel González Romero, se calcule el valor de la utilidad que se dejaron de percibir desde el momento en que produjo la destrucción de sus inmuebles (12 de julio de 2000 y no antes porque no existe prueba acreditativa de que así fuese) hasta la fecha en que se reconstruyeron los lugares en donde fusionaban sus negocios. 

En igual sentido, a través del referido incidente deberá determinarse el valor de la maquinaria destinada al taller de carpintería que perdió el señor Obel González Romero, con sujeción a la certificación al efecto expidió la Alcaldía de Alpujarra y a cuyo contenido ya se hizo mención. 

6.5.- De los perjuicios inmateriales (daño moral y daño a la vida de relación). 

Se solicitó en la demanda que se reconociera en favor de los demandantes perjuicios por concepto de daño moral y daño a la vida de relación que supuestamente sufrieron los demandantes por la pérdida de sus inmuebles. 

Respecto a los daños morales deprecados, revisado el acervo probatorio, la Sala no encuentra  evidencia de su causación, pues no se advierte que los demandantes hayan experimentado dolor o aflicción en razón de la afectación de sus viviendas. A ello se agrega que de acuerdo a la jurisprudencia de esta Corporación
, los perjuicios morales derivados de bienes materiales no son susceptibles de ser presumidos, siendo indispensable su demostración. 

La misma conclusión debe extraerse de los denominados perjuicios a la vida de relación, hoy daño a bienes constitucionalmente protegidos
, los cuales tampoco fueron objeto de comprobación. 
7.- Condena en costas. 

Finalmente, toda vez que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, en el sub lite, debido a que ninguna procedió de esa forma, no habrá lugar a imponerlas. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

REVOCAR la sentencia proferida el 7 de diciembre de 2004 por el Tribunal Administrativo del Tolima, por las razones que quedaron expuestas y en su lugar se dispone: 

PRIMERO: DECLARAR administrativa, patrimonial y solidariamente responsable a la Nación - Ministerio de Defensa- Ejército Nacional y Policía Nacional, por los perjuicios causados a los demandantes ERMELINA CAVIEDES DE FERREIRIRA, JOSE EDGAR PERDOMO PERALTA, MANUEL ANTONIO PENAGOS PEÑA, JUAN FRANCISCO PEÑUELA LOPEZ, MARCOS GUILLERMO FERREIRA FIGUEROA, ALFONSO CAÑON MARTINEZ, ESTEBAN HERNANDEZ TRUJILLO, IDELFONSA GOMEZ DE GARCIA; JOSE DE JESUS SANCHEZ GUALTERO, OBEL GONZALEZ ROMERO, PRIMITIVO CARDOZO TRUJILLO y JOSE ALIRIO URREA PERALTA, como consecuencia de los ataques guerrilleros perpetrados en contra de la Estación de Policía de Alpujarra, Departamento del Tolima, los días 20 de marzo de 2000 y 12 de julio del mismo año 2000. 

SEGUNDO: CONDENAR solidariamente a la Nación - Ministerio de Defensa- Ejército Nacional y Policía Nacional, a pagar a título de daño emergente consistente en los gastos de reconstrucción de los inmuebles las siguientes sumas de dinero en favor de: 

· ERMELINA CAVIEDES DE FERREIRA, la suma de TRESCIENTOS NOVENTA Y CUATRO MILLONES VEINTICINCO MIL NOVECIENTOS DIECISIETE PESOS  ($394’025.917).

· JOSE EDGAR PERDOMO PERALTA, la suma de CIENTO Y UN MILLONES CUATROCIENTOS TREINTA Y DOS MIL CUATROCIENTOS CATORCE PESOS ($101’432.414).

· JUAN FRANCISCO PEÑUELA, la suma de DOSCIENTOS DIEZ MILLONES SEISCIENTOS SESENTA Y SIETE MIL TRESCIENTOS VEINTIDOS PESOS ($210’667.322).

· MARCOS GUILLERMO FERREIRA FIGUEROA, la suma de DOSCIENTOS DIECIOCHO MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y NUEVE MIL OCHOCIENTOS DIECISEIS PESOS $218’469.816).

· ALFONSO CAÑON MARTINEZ, la suma de SETENTA MILLONES DOSCIENTOS VEINTIDOS MIL CUATROCIENTOS CUARENTA PESOS ($70’222.440).

· ESTEBAN HERNANDEZ TRUJILLO, la suma de CIENTO CINCUENTA Y TRES MILLONES CUATROCIENTOS SETENTAY CINCO MIL CUARENTA Y CINCO PESOS ($153’475.045). 
· IDELFONSA GOMEZ DE GARCIA, la suma de NOVENTA Y SIETE MILLONES QUINIENTOS TREINTA Y UN MIL CIENTO SESENTA Y SIETE PESOS ($97’531.167).

· JOSE DE JESUS SANCHEZ GUALTERO, la suma de CIENTO CINCUENTA Y SEIS MILLONES CUARENTA Y NUEVE MIL OCHOCIENTOS SESENTA Y OCHO PESOS ($156’049.868).

· OBEL GONZALEZ ROMERO, la suma de NOVENTA Y TRES MILLONES SEISCIENTOS VIENTINUEVE MIL NOVECIENTOS VEINTIUN PESOS ($93’629.921).

· PRIMITIVO CARDOZO TRUJILLO, la suma de CIENTO SESENTA Y CINCO MILLONES VEINTIDOS MIL SETECIENTOS TREINTA Y SEIS PESOS  ($165’022.736).

· JOSE ALIRIO URREA PERALTA, la suma de CUARENTA Y CUATRO MILLONES OCHOCIENTOS SESENTA Y CUATRO MIL TRESCIENTOS TRECIENTOS TREINTA Y SIETE PESOS ($44’864.337).

TERCERO: CONDENAR solidariamente a la Nación - Ministerio de Defensa- Ejército Nacional y Policía Nacional, en abstracto, a pagar, a título de daño emergente, las sumas que resulten demostradas dentro del respectivo incidente, a favor de:

· MANUEL PENAGOS PEÑA, por los gastos de reconstrucción del inmueble de su propiedad identificado con el folio de matrícula inmobiliaria No. 3680038446.
· De la masa sucesoral de ERNESTO PENAGOS PEÑA, el valor de la reconstrucción del inmueble que en vida le perteneció, identificado con ficha catastral 01-00-009-0003-01 M 
CUARTO: CONDENAR solidariamente a la Nación - Ministerio de Defensa- Ejército Nacional y Policía Nacional, a pagar, a título de daño emergente, el valor de la reconstrucción del inmueble que en vida le perteneció a ERMELINA YEPES PERDOMO, a favor de su masa sucesoral, la suma de TRESCIENTOS NOVENTA Y SEIS MILLONES NOVECIENTOS CINCUENTA Y UN MIL OCHOCIENTOS CINCUENTA Y TRES PESOS ($396’951.853).

QUINTO: CONDENAR solidariamente a la Nación - Ministerio de Defensa- Ejército Nacional y Policía Nacional, a pagar, a título de daño emergente, el valor consistente en la pérdida de bienes y enseres, a favor de  ERMELINA CAVIEDES DE FERREIRIRA, JOSE EDGAR PERDOMO PERALTA, MANUEL ANTONIO PENAGOS PEÑA, JUAN FRANCISCO PEÑUELA LOPEZ, MARCOS GUILLERMO FERREIRA FIGUEROA, ALFONSO CAÑON MARTINEZ, ESTEBAN HERNANDEZ TRUJILLO, IDELFONSA GOMEZ DE GARCIA; JOSE DE JESUS SANCHEZ GUALTERO, OBEL GONZALEZ ROMERO, PRIMITIVO CARDOZO TRUJILLO y JOSE ALIRIO PERALTA y a favor de la masa sucesoral de ERNESTO PENAGOS y HERMELINA YEPES DE PENAGOS, la suma equivalente a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada uno de ellos.

SEXTO: CONDENAR solidariamente a la Nación - Ministerio de Defensa- Ejército Nacional y Policía Nacional, en abstracto, a pagar, a título de daño emergente, a favor de los demandantes ERMELINA CAVIEDES DE FERREIRA, MARCO GUILLERMO FERREIRA FIGUEROA, EDGAR PERDOMO PERALTA y JOSE ALIRIO URREA PERALTA, los gastos que debieron asumir consistente en el pago de los cánones de arrendamiento, tomando como base para su cálculo el valor de los contratos que reposan en el plenario hasta el tiempo en que regresaron a sus casas de habitación tras culminar las labores de reconstrucción. 

SEPTIMO: CONDENAR solidariamente a la Nación - Ministerio de Defensa- Ejército Nacional y Policía Nacional, en abstracto, a pagar, a título de daño emergente, consistente en el valor de la maquinaria destinada al taller de carpintería que perdió el demandante OBEL GONZALEZ ROMERO, con sujeción a la certificación al efecto expidió la Alcaldía de Alpujarra visible a folio 194 del cuaderno uno. 

OCTAVO: CONDENAR solidariamente a la Nación - Ministerio de Defensa- Ejército Nacional y Policía Nacional, en abstracto, a pagar, a título de lucro cesante, en favor de los demandantes JOSE EDGAR PERDOMO y OBEL GONZALEZ ROMERO, el valor de la utilidad que se dejó de percibir en sus respectivos actividades comerciales, granero y taller de carpintería, respectivamente, desde el momento en que produjo la destrucción de sus inmuebles hasta la fecha en que se reconstruyó el lugar en donde fusionaban sus negocios. 
NOVENO: Las condenas en abstracto que se profieren en esta providencia deberán atender estrictamente a los lineamientos trazados en la parte considerativa de la presente decisión. La interesada deberá promover el respectivo incidente ante el Tribunal de primera instancia, dentro de la oportunidad temporal prevista por el artículo 172 del C.C.A.
DECIMO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda. 
DECIMO PRIMERO: Sin condena en costas.  
En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.

NOTIFÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

HERNÁN ANDRADE RINCÓN
CARLOS A. ZAMBRANO BARRERA
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION A

Consejero ponente: HERNAN ANDRADE RINCON (E)

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de marzo de dos mil quince (2015)

Radicación número: 73001-23-31-000-2001-03467-01(30021)

Actor: ERMELINA CAVIEDES DE FERREIRA Y OTROS
Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - EJERCITO Y POLICIA NACIONAL

Referencia: APELACION SENTENCIA - ACCION DE REPARACION DIRECTA 
ACLARACIÓN DE VOTO DEL MAGISTRADO CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA

Con el acostumbrado respeto por las decisiones de la Sala, me permito aclarar mi voto, como indico a continuación, en relación con la sentencia del 25 de marzo de esta anualidad, proferida por la Sala de la Subsección A de la Sección Tercera de esta Corporación.

 La providencia mencionada declara responsable y condena a la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional y Policía Nacional a indemnizar a los actores por los daños que sufrieron con la destrucción de los bienes inmuebles de su propiedad, con ocasión a los ataques guerrilleros dirigidos contra la estación de la Policía Nacional ubicada en el municipio de Alpujarra (Tolima), el 20 de marzo y el 12 de julio de 2000.

Mi aclaración versa, únicamente, sobre la responsabilidad de las entidades demandadas respecto del ataque guerrillero perpetrado el 20 de marzo de 2000, comoquiera que la Sala consideró que no era posible imputar la responsabilidad del Estado por una falla en la prestación del servicio; sin embargo, esta situación, según se afirma en la sentencia, no las exime de  responsabilidad, toda vez que, al estudiar el caso desde el enfoque de las víctimas, se puede vislumbrar que se comprometió la responsabilidad del Estado, a título de daño especial.

Pues bien, para el suscrito es claro que la responsabilidad de la administración con fundamento en un régimen de daño especial se genera cuando el Estado, a través de sus servidores, realiza una actividad legítima con la cual ocasiona un daño a miembros de la sociedad, rompiendo así el equilibrio de las cargas públicas, situación que no tiene porque ser soportada por los administrados.

Se observa, entonces, que debe existir un rompimiento en la igualdad de las cargas que los administrados deben sobrellevar y una clara relación de causalidad entre la actividad legítima desplegada por la administración y el daño que ha sufrido el perjudicado; por ende, no le son imputables al Estado las conductas que hayan sido desarrolladas por terceros.

En el asunto sub examine, se encuentra acreditado que no se evidencia  “… que durante el enfrentamiento armado ocurrido el 20 de marzo de 2000 las entidades demandadas incurrieron en falla del servicio por acción por omisión”, se reconoce, asimismo, “… que fue a partir del vigoroso respaldo de las fuerzas militares y de policía que se evitó la acusación de daños mayores, circunstancia que permite concluir, sin asomo de suda, que en este primer evento no se imputa falla del servicio”.

Visto lo anterior, resulta evidente que, según las pruebas que obran en el expediente, la actuación desplegada por los miembros de la Policía y el Ejército Nacional se desarrolló en concordancia con los deberes constitucionales y legales que le han sido impuestos a dichas instituciones y, por tanto, resulta equivocada la imputación de responsabilidad que se les hace, ya que no incumplieron la obligación de diligencia, vigilancia y cuidado que está a su cargo, pues el ataque contra la estación de policía del municipio de Alpujarra fue totalmente inesperado e impredecible para los miembros de la fuerza pública. 

Considero, pues, que las acciones ejecutadas por las demandadas no ocasionaron los daños por los cuales se demandó, ni tienen una relación directa con los mismos, es decir, no existe un nexo de causalidad entre una acción u omisión de las entidades demandadas y los perjuicios que debió soportar la actora en el caso concreto.

Condenar a la Policía y al Ejército Nacional por el hecho de participar en el enfrentamiento armado, al intentar conservar y preservar la seguridad pública, sin ser éstos los causantes directos de los perjuicios, conlleva a una indeterminación en el actuar de estas entidades y a una absurda paradoja, ya que, si no hacen frente a las instigaciones armadas, omiten el cumplimiento de sus funciones, pero si las cumplen resulta responsables de los perjuicios que sean ocasionados, por la única razón de que actuaron en cumplimiento de su deber.

Resulta distinta la situación en donde se le imputa responsabilidad al Estado cuando ejecuta operaciones que buscan cumplir los deberes y obligaciones constitucionales y legales que se le han encomendado y con esta específica conducta causa un perjuicio a un ciudadano, el cual sobrepasa las cargas que toda persona debe soportar por el hecho de vivir en comunidad.

La diferencia entre uno y otro caso es, más que grande, evidente: en el primero, la administración no causa el daño con su obrar, al paso que en el segundo sí lo hace. Ante esto, cabe recordar y poner de presente que, conforme al artículo 90 de la Constitución, el Estado responde “por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción u omisión de las autoridades públicas”, no por los daños que sean imputables a terceros, como los ocurridos en este caso y que, como quedó visto, fueron producto del ataque guerrillero, no del legítimo actuar de la Policía y del Ejército Nacional.

Por ende, los daños que deben ser indemnizados por el Estado deben provenir de situaciones en donde se encuentre plenamente probado el nexo de causalidad existente entre su propia acción u omisión en respuesta a una situación concreta y el daño que con dicha conducta se generó al administrado; así y en todo caso, los perjuicios originados por hechos de un tercero no tienen porque ser asumidos por el Estado y, por tanto, no pueden ser fuente de responsabilidad estatal.

Finalmente, debo resaltar que la posición aquí adoptada no conlleva un olvido de las víctimas que han sido afectadas por ataques de estos grupos subversivos. Lo que quiero destacar es que el Estado debe ser condenado  patrimonialmente solo en aquellos asuntos en los cuales se demuestre el nexo de causalidad existente entre la acción u omisión estatal y el daño sufrido; en los demás casos, deberán actuar los mecanismos que han sido creados legislativamente con el propósito de proveer asistencia a las personas que han sido afectadas con estos hechos.

En este sentido aclaro mi voto señalando que aunque no comparto la decisión adoptada, toda vez que, a mi juicio, el criterio que expuse a lo largo de este documento guarda una mayor relación con los deberes y obligaciones que constitucional y legalmente se han establecido en cabeza del Estado,  respecto de la responsabilidad que le puede ser atribuida por los daños ocasionados a particulares por la acción de grupos guerrilleros dentro del territorio nacional, acojo las razones que sustentaron esta providencia, comoquiera que éstas reflejan la posición que la mayoría de los miembros de la Sección Tercera de esta Corporación tiene sobre el tema que aquí se estudia.

CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA

Consejero de Estado
� Lo antes dicho, no resulta un razonamiento novedoso, sino que, por el contrario, proviene de vieja data. En sentencia de 7 de abril de 1994, exp 9261 ya la Sección había dicho:


“Así las cosas, la Sala concluye que no hay prueba que permita establecer quien disparó el arma que lesionó a la menor.  La confusión que se presentó en el enfrentamiento donde hubo fuego cruzado, no permite saber si fue la Policía o la guerrilla la que lesionó a la menor, sin que exista la posibilidad de practicar una prueba técnica sobre el proyectil por cuanto éste salió del cuerpo de la menor.  Pero lo que sí no ofrece ninguna duda es que la menor sufrió un daño antijurídico que no tenía porqué soportar, en un enfrentamiento entre fuerzas del orden y subversivos y si bien es cierto aquellas actuaron en cumplimiento de su deber legal, la menor debe ser resarcida de los perjuicios sufridos por esa carga excepcional que debió soportar; por consiguiente, la decisión correcta fue la tomada por el a - quo, en virtud de la cual accedió parcialmente a las súplicas de la demanda”.


En caso similar al hoy estudiado, en sentencia de 8 de agosto de 2002, con ponencia del Dr Ricardo Hoyos Duque se afirmó:. 


En síntesis, son imputables al Estado los daños sufridos por las víctimas cuando éstos excedan los sacrificios que se imponen a todos las personas y en su causación interviene una actividad estatal.


En este régimen el hecho del tercero exonerará de responsabilidad a la administración sólo cuando sea causa exclusiva del daño, es decir, cuando éste se produzca sin ninguna relación con la actividad administrativa. Pero no la exonerará cuando el daño se cause en razón de la defensa del Estado ante el hecho del tercero, porque si bien esa defensa es legítima, el daño sufrido por las víctimas ajenas a esa confrontación es antijurídico, en cuanto éstas no tenían el deber jurídico de soportar cargas superiores a las que se imponen a todos los demás asociados. 


Y todo esto sin importar quién sea el autor material del daño que se cause durante la confrontación, es decir, si durante un enfrentamiento armado entre agentes estatales y un grupo al margen de la ley, por ejemplo, se causa una lesión a un particular ajeno a esa confrontación, para efectos de establecer la responsabilidad del Estado no es necesario que la lesión haya sido causada por uno de sus agentes. (Negrillas fuera de texto).


�Reposa en el plenario un documento que carece de firmas y sin constancia de su autoría (documento del 31 de marzo de 2000, visible a folio 159 del c2,) y en tal virtud no existe certeza acerca de su autor, circunstancia por la cual a la luz de lo dispuesto en los artículos 251 y 252 del Código de Procedimiento Civil, no tiene valor probatorio alguno, a lo cual se debe agregar que de conformidad con los dictados del artículo 269 de dicho Código “Los instrumentos no firmados ni manuscritos por la parte a quien se oponen, sólo tendrán valor si fueren aceptados expresamente por ella o sus causahabientes”, supuestos que no se presentaron en el caso concreto, por lo cual el contenido de dichos documentos no podrá ser apreciado por la Sala. 





� El informe de evaluación de daños realizado por el Departamento Administrativo de Infraestructura Social y Urbana realiza una aproximación genérica de la cuantía de los daños de las viviendas y demás de las instalaciones públicas pero de allí no se desprende cuáles de ellos corresponden a los inmuebles de los demandantes ni la magnitud de los daños sufridos por las mismos. (fls. 161-166 c2).





� En este punto de la providencia resulta oportuno reiterar lo que la Sección Tercera del Consejo de Estado expuso en sentencia de 18 de noviembre de 2013�, acerca del derecho que le asiste al poseedor de una cosa para pedir indemnización por la vulneración de su derecho.





Al respecto el artículo 2342 del Código Civil, al definir los titulares  del derecho a la reparación por los daños causados, estableció que éste se extendía no solo al propietario, sino también al poseedor e, inclusive, en ciertos eventos, también al usufructuario, al habitador y al usuario. Así reza la norma: 





“Puede pedir esta indemnización no sólo el que es dueño o poseedor de la cosa sobre la cual ha recaído el daño o su heredero, sino el usufructuario, el habitador, o el usuario, si el daño irroga perjuicio a su derecho de usufructo, habitación o uso. Puede también pedirla, en otros casos, el que tiene la cosa, con obligación de responder de ella; pero sólo en ausencia del dueño…”.





Con  fundamento en el artículo transcrito, ha entendido la Sección que el poseedor se encuentra legitimado para solicitar el resarcimiento de los perjuicios que se causen a su derecho. En  efecto, en sentencia de 31 de agosto de 2006  razonó así sobre tal particular�:





“En el caso concreto se demostró con la prueba documental y testimonial que obra en el proceso que el señor Jorge Enrique Sánchez Rodríguez ejercía actos de señor y dueño sobre el vehículo de placas TQ-2548, pues lo recibió materialmente, en razón del contrato de permuta que celebró el 13 de febrero de 1992, con el señor Luis Alberto Claro Rojas y lo explotaba económicamente, según la versión del señor Eduardo Molina Torres, quien afirmó que el demandante destinaba el vehículo al servicio público de transporte, que él era el conductor del mismo y recibía de éste una remuneración por esa labor. Por lo tanto, el señor Sánchez Rodríguez estaba legitimado para reclamar la indemnización de los perjuicios que sufrió como consecuencia de su destrucción, en conformidad con lo previsto en la legislación civil colombiana, en el sentido de que el poseedor puede reclamar la indemnización de los daños que se le hubieren causados a su derecho” (Negrillas fuera de texto).





De igual manera, ha discurrido la Sala al tratar el tema de ocupación de inmuebles de la manera  siguiente�:





“Ahora bien, no cabe duda a la Sala de que el poseedor de un bien está legitimado en la causa para solicitar la indemnización del perjuicio causado como consecuencia de la ocupación permanente o transitoria de un inmueble por causa de trabajos públicos. En efecto, si bien aquél no es titular del derecho de propiedad, tiene otro derecho digno de tutela, reconocido y regulado por el legislador civil en su contenido, sus efectos y su forma de protección. Así lo ha reconocido esta misma Sala, en fallos anteriores,� y ha recurrido, en algunos de ellos, a la prescripción contenida en el artículo 2342 del Código Civil, según la cual puede pedir la indemnización “no solo el que es dueño o poseedor de la cosa sobre la cual ha recaído el daño o su heredero, sino el usufructuario, el habitador, o el usuario, si el daño irroga perjuicio a su derecho...” (Se subraya).





En la misma línea de pensamiento,  ha llegado a determinar la Sección que es posible acceder al resarcimiento de los perjuicios que se causen al derecho de posesión, aún en los casos en los cuales dicha calidad no sea expuesta en la demanda, siempre y cuando  resulte demostrada claramente en el proceso, toda vez que ha considerado que el debate sobre la calidad de propietario y poseedor pertenece al ámbito exclusivamente jurídico y, por ende, es susceptible de ser variado por el Juez contencioso al amparo del principio de  iura novit curia. Así se explicó el criterio por la Sala en anterior oportunidad:





“Siendo así, la Sala estima que Aleyda Erazo Perafán está legitimada en la causa para reclamar la indemnización, así háyase presentado como propietaria del bien averiado, cuando sólo demostró ser su poseedora.





“La víctima de daños antijurídicos debe recibir la indemnización que merezca, sin que para ello sea esencial la definición exacta del tipo de relación jurídica entre el derecho conculcado y la persona titular de ese derecho.





“Como ya lo tiene bien aclarado la Sala, daño antijurídico es la lesión de un interés legítimo que la víctima no tiene la obligación de soportar. Ese interés legítimo no precisa sino de este carácter para resultar protegido, sin que le corresponda al actor siempre y en todos los casos acertar en la calificación técnica y jurídica de ese interés. Exigir tal precisión desvirtúa por entero el principio iura novit curia, de insustituible valía para que la jurisdicción interprete y aplique el artículo 90 de la Constitución”� (Negrillas fuera de texto).








� Ver testimonios de José Ricardo Prada Tapia, Julio Cesar Veloza Gómez, Ángel Alberto Cuellar González, Miguel Ángel Prada Garzón, Plutarco Rojas Hernández, y Albeiro Trujillo Castro. 


� Ver testimonios de Julio Cesar Veloza Gómez, Miguel Ángel Prada Garzón y Albeiro Trujillo Castro. 


� Ver testimonios de Plutarco, Rojas Hernández, Albeiro Trujillo Castro y Libardo Vásquez Serna. 


� Ver testimonios de Albeiro Trujillo Castro, Jose Ricardo Prada Tapia, Julio Cesar Veloza Gómez y Libardo Vásquez Serna. 


� Ver, entre otras, sentencia de 19 de junio de 1997, exp. 11.875, M.P. Dr. Daniel Suárez Hernández; de 30 de octubre de 1997, exp. 10.958, Consejero Ponente: Dr. Ricardo Hoyos Duque.





� Precepto cuyo tenor literal es el siguiente: “Dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales”.





� Sobre este aspecto consultar sentencia de 13 de mayo de 2004, exp. AG-520012331000200200226-01. C.P. Se reiteró en providencia de 21 de marzo de 2012, M.P, exp. 24250, y más recientemente en Sentencia del 27 de septiembre de 2013, exp. 28711.





� Se reiteran en este punto las consideraciones expuestas en forma reciente por la Subsección, en sentencia de mayo 12 de 2014, exp. 36.268; M.P. Dr. Mauricio Fajardo Gómez. 








